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El Consejo de Administración de
la OIT acordó en su reunión nú-
mero 167 (noviembre de 1966)
constituir una Comisión Paritaria
del Servicio Público para estudiar
las condiciones de trabajo del sec-
tor público de la economía y los
servicios públicos en los distintos
países. Como material de trabajo
para la primera reunión de la Co-
misión, la OIT preparó en 1970
tres informes: «Examen general de
las condiciones de empleo de los
funcionarios públicos», «Libertad
de asociación y procedimientos en
materia de participación del perso-
nal en la determinación de las

condiciones de empleo en el servi-
cio público» y «Problemas de ca-
rrera en el servicio público». To-
mando como base estos informes,
la primera reunión de la Comisión
tuvo lugar en Ginebra del 22 de
marzo al l de abril de 1971. En
dicha reunión se adoptó la decisión
de convocar una Conferencia Téc-
nica sobre el servicio público, a
celebrar en 1975, que tendrá un
carácter bipartito, es decir, en la
que no participarán los empleado-
res del sector privado de la eco-
nomía, limitándose las partes de
la Conferencia a los Gobiernos en
su papel de empleadores del sec-
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tor público y a los funcionarios y
empleados del sector público en el
de trabajadores de dicho sector.
Los puntos del orden del día de
la Conferencia Técnica se limitan
a dos: la libertad sindical en el ser-
vicio público y los procedimientos
para la determinación de las con-
diciones de empleo en el servicio
público, p a r a cada u n o de los
cuales ha preparado un informe
la OIT.

En la reunión de la Comisión
Paritaria de 1971 se puso de relie-
ve la situación de extrema varie-
dad en que se encuentran las con-
diciones de empleo de los servido-
res públicos en los distintos paí-
ses, en especial por el hecho de
que el marco de discusión del tema
planteado incluye no solamente a
los funcionarios propiamente di-
chos, sino al resto de los traba-
jadores no funcionarios de los ser-
vicios y e m p r e s a s comerciales,
mercantiles e industriales desen-
vueltas por alguna personificación
de la Administración pública. Tal
variedad alcanza toda su riqueza
al incluir países de régimen capi-
talista y socialista, desarrollados y
no desarrollados, de t r a d i c i ó n
administrativa anglosajona y na-
poleónica, etc., entre los que se
encuentran aquellos que han re-
gulado satisfactoriamente una fun-
ción pública profesional e inamo-
vible a la que se accede y en la
que se asciende por el sistema de
mérito, así como los que mantie-
nen a ú n sistemas determinados
por la inestabilidad, la no profe-
sionalidad y el spoil system.

De los informes elaborados para
la reunión de 1971 se deduce que
hay dos temas esenciales que ha-

brán de ser considerados cuidado-
samente en la Conferencia convo-
cada para 1975. El primero de ellos
se refiere a los trabajadores del
sector público que, no siendo fun-
cionarios de carrera y trabajando
en empresas e industrias análogas
a las del sector privado, ven dis-
minuidos sus derechos sindicales
(bien en lo que se refiere a la
libertad sindical, bien a la nego-
ciación colectiva) en relación con
los trabajadores del sector priva-
do; la Conferencia habrá de pro-
ponerse, sin duda, crear las condi-
ciones necesarias para que dichos
trabajadores no resulten discrimi-
nados por el simple hecho de pres-
tar su trabajo a una empresa con-
trolada por el Estado. El segundo
tema se refiere a los funcionarios
propiamente dichos, para los que,
en general, hay escasas limitacio-
nes en su derecho a constituir or-
ganizaciones profesionales para la
defensa de sus intereses, pero para
los que, en cambio, la mayor parte
de los países—en particular, los
de una tradición administrativa
más elaborada—oponen serias re-
servas en lo que se refiere a la
negociación colectiva de sus con-
diciones de trabajo, dado que en
la mayor parte de los casos éstas
vienen fijadas estatutariamente y
no contractualmente, con lo que
hay una primacía del Parlamento
en esta materia que no puede des-
conocerse; así, por ejemplo, Fran-
cia mantiene, con respecto a los
funcionarios propiamente dichos,
un sistema de libertad sindical que
se concreta en una serie de órga-
nos de representación paritaria,
pese a lo cual estos órganos son
puramente consultivos en lo que
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se refiere a las condiciones de tra-
bajo. Tampoco 1 o s funcionarios
alemanes —los beamtem— pueden
negociar sus condiciones de traba-
jo con la Administración, debido
a su régimen estatutario, basado
en la primacía de la Ley, y algo
análogo, en medidas muy diferen-
tes, ocurre en la mayor parte de
los países. La Conferencia de 1975
habrá, por tanto, de plantearse
estos problemas, y en su empeño
por generalizar la libertad de sin-
dicación y la negociación de las
condiciones de trabajo habrá de
contar tanto con el muy diferente
grado de modernidad de los dis-
tintos sistemas de función pública,
como con las reservas que muchos
países expresarán respecto de lo
que consideren no negociable por
ser estatutario y no contractual, y
lo que admitan como negociable.

DOCUMENTACIÓN ADMINISTRATIVA
quiere ofrecer al interés de sus
lectores la documentación elabora-
da por la OIT para la Conferencia
Técnica sobre el servicio público,
que se celebró en Ginebra a par-
tir del próximo día 7 de abril.
Esta documentación recoge lo más
importante de los tres informes
preparados para la reunión de la
Comisión de 1971, ar t iculados
ahora en sólo dos informes: los
antes mencionados sobre libertad
sindical y sobre determinación de
las condiciones de empleo. La ex-
tensión de dichos textos hace acon-
sejable incluir en el presente nú-
mero sólo el primero de ellos, re-
servando el segundo para el si-
guiente, en el que podrá ya darse
noticia de los resultados de la Con-
ferencia.
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PREFACIO

La Conferencia Técnica sobre la Función Pública fue convocada
en cumplimiento de una resolución adoptada por la Comisión Parita-
ria del Servicio Público en su primera reunión (marzo-abril de
1971)'jí • en base a un informe de la Oficina titulado "Libertad de
asociación y procedimientos en materia de participación del perso-
nal en la determinación de las condiciones de empleo en el servicio
público". El orden del día de la Conferencia Técnica comprende dos
puntos: '

1. Libertad sindical en la función pública.

2. Procedimiento para la determinación de las condiciones de
empleo en la función pública.

El presente informe servirá de base para los debates de la
Conferencia sobre el primer punto. Se compone de'tres capítulos:
uno sobre la situación de los funcionarios respecto del derecho de
asociación, otro sobre las organizaciones de funcionarios, y el
tercero sobre la protección contra los actos de discriminación
antisindical„
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CAPITULO I

LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y EL DERECHO DE SINDICACIÓN

introducción.

Un estudio de las leyes sindicales del mundo entero permite
llegar a la conclusión de que, aunque la legislación de casi todos
los países reconoce el derecho a sindicarse a los trabajadores del
sector privado, el mismo no ha sido generalmente reconocido a.los
funcionarios públicos. No obstante, es importante señalar desde
el.principio que existe una tendejicia al reconocimiento del dere- . .
cho a sindicarse, aunque las legislaciones nacionales lo reconoz-
can en distinto grado.

En una serie de países los funcionarios públicos gozan del de
recho a sindicarse en pie de igualdad,, con los trabajadores del sec
tor privado; en otros, se niega este derecho a-ciertas categorías
de funcionarios públicos, o se prevén reservas mediante limitacio-
nes que no se aplican por lo general a otras categorías de traba-
jadores; por último, en ciertos, países se prohibe radicalmente a
los funcionarios que constituyan cualquier tipo de organización
profesional o pertenezcan a ellas.

Pero el derecho positivo en un. determinado ,país no es siempre
una "guía segura para saber hasta qué punto los funcionarios públi-
cos gozan en la práctica del derecho a organizarse. Así, aun en •
países en donde la ley prohibe formalmente que los funcionarios pú
blicos creen sindicatos, no es inhabitual que en la práctica se
hayan establecido asociaciones de este tipo. Efectivamente, a ve--
ces el gobierno concede a tales organizaciones un reconocimiento
de facto, para poder discutir en su calidad de empleador problemas
salariales y otras cuestiones relacionadas con las condiciones de
trabajo. En-cambio, el hecho de que la legislación reconozca tal
der&cho no es garantía de que los funcionarios públicos hayan esta
blecido en la práctica organizaciones eficaces para la defensa de
sus intereses.

Se ha reconocido.desde hace tiempo que en muchos paísea los
funcionarios públicos constituyen una categoría especial de traba-
jadores a los efectos del derecho de sindicación. Así, en el in-
forme sobre la libertad sindical sometido a la décima reunión úe
la Conferencia de la OIT en 1927^ se indicaba que, aunque en la
mayoría de los casos se garantizaba el derecho general de libertad
sindical a todos los efectos jurídicos, en un numero considerable
de países la situación era notablemente diferente respecto de las
personas empleadas en ocupaciones cuyo ejercicio se consideraba
que afectaba directamente al interés público, asi como en cuanto a
los funcionarios públicos2. Después de citar una serie de países

"Conférence internationale du TraT&ll, dixiéme eession,
Geneve, 1927, rapport 2, La liberté syhdicale (BIT, Genéve¿ 1927)"

2 Ibíd., pág. 32.
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en donde se consideraba que el carácter especial de las funciones
ejercidas por los funcionarios públicos justificaba que no gozasen
de las garantías legislativas, del derecho de libertad sindical, el
informe indicaba lina categoría particular dé funcionarios que mere-
cían especial atención1:

"A los funcionarios públicos de las fuerzas armadas o dé
la policía, en virtud de la disciplina especial a la que se
encuentran sujetos,.se les prohibe terminantemente pertenecer
a un sindicato o constituirlo, ó,' cuando tal no sea el caso, . .
sólo se les permite la formación de tales asociaciones bajo .
restricciones considerables." .'..''

La situación había evolucionado muy.poco cuando, la Conferencia
examinó nuevamente la cuestión'de la libertad .sindical,, veinte años
más tarde. El informe sobre legislación y práctica preparado por '•
la OIT en tal ocasión señalaba, como ya lo había hecho el informe
•de 1927, que en una serie de países, o bien los funcionarios públi-
cos no disfrutaban en absoluto' del derecho de sindicación, o esta-
ban sujetos a ciertas restricciones que no. se aplicaban a los tra-
bajadores en gene ral 2.. Péroj, .aunque se admitía que en tales países
los funcionarios públicos eran considerados como una categoría .
aparte, a .los efectos'del derecho de sindicación,'el informe indi-
caba que la.intención de la legislación en tales casos era excluir
a -los funcionarios públicos del derecho a la huelga, pero no del
derecho de sindicación. Se'desprendía de ello qué, en la medida en
que.se, explicara claramente a,los gobiernos que al adoptar cual-
quier instrumento, internacional que otorgara el derecho de sindica-
ción a.lo's trabajadores en general \ no comprometían su actitud en.
cuanto al'derecho >de huelga ;de los .funcionarios públicos, no. habría
teóricamente ninguna dificultad rpara ,poné,rse de acuerdo acerca de
un texto, que gar;antiz.as.e el derecho^ de sindicación a todas las ca-
tegorías de .trabajadores,, iric.luidos los ..funcionarios públicos. • .

Por eso', cuando'la ÓIÍ preparó el cuestionario relativo al
proyecto de convenio sobre ..libertad de. sindicación, la Oficina se
preocupó particularmente, de .establecer una distinción entre el re-
conocimiento de los derechos .de los funcionarios públicos a sindi-
carse y él reconocimiento de su derecho a la' huelga. En la única
pregunta que trataba específicamente de los funcionarios.públicos
se preguntaba a los gobiernos si consideraban conveniente, estipu-
lar qué .el .reconocimieintó del derecho de sindicación a'los funcio-
narios públicos mediante. la| legislación internacional no debería
en modo alguno, implicar el derecho a la huelga ..de los mismos. La
mayoría de los paises''réspóhdieron afirmativamente a esta pregunta,
y muchos de ellos explicaron su posición respecto al hecho de que,
si bien no. se oponían a un convenio internacional que garantizara
el derecho, de sindicación .de" los 'íuricioriarios públicos,'las respon-
sabilidades especiales que .esta categoría dé funcionarios asumen
frente al Estado...hacían imperativo!.,que la adopción de un instru- .-
mentó internacional, sobre, el''.derecho a sindicarse de. los funciona-
rios públicos no entrañara en forma alguna que los mismos tuvieran
derecho a declararse en huelga.

"Conféré.nce intê rn'ationaie-du: ffravail;, dixiéme session^
Genéve, 1927, rapport 2, La" liberté syridicale (BIT, Geneve, 1927)".

Conferencia Internacional del Trabajo, 30.a reunión,'Ginebra,
1947, informe VII: Libertad sindical y relaciones de trabajo (OIT,
Ginebra, 1947), págs. 4!> y 4b.
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Por consiguiente, la explicación que figura en el mencionado
informe de la OIT sobré, él primer artículo del prqyeictb de convenio
revela claramente' que se tenía la intención de qué los funcionarios
públicos fuesen incluidos en el campo de aplicación del nuevo ins-' '
trúmento:

"Parece, en efecto, que no sería equitativo establecer,
desdé- el punto de vista de la libertad sindical, una distin-
ción entre los asalariados de la industria privada y los tra--
bajadores de los servicios públicos, puesto que los unos y los
otros deben tener la posibilidad de asegurar, mediante la or-
ganización, la defensa-de sus intereses..."

. Sin embargo, el reconocimiento, del derecho sindical de
los funcionarios.no tiene relación alguna con la cuestión del
derecho de esos funcionarios, a la huelga, problema .que aquí
está completamente fuera de lugar.1"

Sé reconoció formalmente el carácter general del derecho a sin-
dicarse al año siguiente (1948), cuando la Conferencia Internacional
del Trabajo adopto, por mayoría abrumadora, el Convenio sobre la li-
bertad sindical y la protección del derecho dé sindicación
(núm. 8 7 ) 2 , cuyo artículo 2 establece el principio de que "los tra-
bajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autoriza-
ción previa, tienen el derecho de-constituir las organizaciones que
estimen convenientes, así como el de afiliarse a. estas organiza-
ciones" 5. Sin embargo, se formularon reservas respecto de este
principio' general y, durante la discusión del proyecto de texto en

. Conferencia Internacional del Trabajo, 30. a reunión,
pág. 107. ' • -•- • . • ' • . • •

El Convenio núm., 87. ha sido ratificado por los siguientes
países: Albania, República .Federal de-Alemania, Alto Volta,
Argelia, Argentina, Australia, Austria, Bángladesh, Barbados,-
Bélgica, Bielorrusia, Birmania, Bolivia, Bulgaria, Camerún, Canadá,
República Centroafricana, Congo, Costa de Marfil, Costa Rica, Cuba,
Chad, Checoslovaquia, Chipre, Dahoméy, Dinamarca> República
Dominicana, Ecuador, Egipto¿ Etiopía, Filipinas; Finlandia, Francia,
Gabón, Ghana, Grecia, Guatemala, Guyana, Guinea, Honduras, Hungría,
Irlanda, Islandia, Israel, Italia, Jamaica, Japón, Kuwait, Lesotho,
Libéria, Luxemburgo, Madagascar, Malí i Malta,'Mauritania, México,
Mongolia, Nicaragua, Níger, Nigeria, Noruega, Países Bajos,
Pakistán, Panamá, Paraguay, Perú, Polonia, Reino Unido,' Rumania,
Senegal, Sierra leona-, República Árabe Siria, Suécia, Togó,
Trinidad y Tabago, Túnez, Ucrania, URSS, Uruguay y/Yugoslavia. En .
cuanto a lesotho, esté país ha dejado de ser Miémb'ro de la' OIT,
pero sigue obligado por el Convenio'.- ; ,: ' ' - . ' •

5 El informe explicativo de :1947 sobre, la libertad sindical
declaraba- que, respecto del artículo 2 del Convenio.* para que no .
quedara duda alguna en cuanto al. significado verdadero de este ar-
tículo, quedaba entendido que el.-.informe-de; la Comisión'recalcaría
el hecho de que la libertad sindical había de; garantizarse no sólo -.=
a todos los empleadores y a.los trabajadores,del ^sector privado, .
sino: también a todos los funcionarios, públicos, y ;sin .distinción
ni discriminación de ninguna clase, en cuanto, a .ocupación^ sexo, co^
lor, raza, credo o nacionalidad (ponferencia .Internacional del ..
Trabajo, 30. a reunión, Ginebra. 1947: Actas de las sesiones, apén- .
dice X: "Libertad de asociación", pág. 553).
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la Conferencia, se decidió añadir un nuevo artículo que permite a
los países determinar hasta qué punto las garantías previstas por
el Convenio se aplicarán a los miembros de la policía y de las
fuerzas armadas. Se adujo que tal excepción era necesaria, puesto
que:

"La mayor parte de los Estados Miembros no estarían en
condiciones de ratificar un convenio que requiera conferir una
absoluta libertad sindical a los miembros de las fuerzas ar- •
madas y de la policía, considerando que los gobiernos tienen
la responsabilidad de defender la ley y mantener el orden pú-
blico.2"

Cuando al año siguiente (1949) se presentó para discusión en
la Conferencia un instrumento complementario, el Convenio sobre el
derecho de sindicación y de negociación colectiva (núm. 98)5,

Se trata del artículo 9 del texto final del Convenio núm. 87
qué estipula lo siguiente:

"1. La legislación nacional deberá determinar hasta qué
punto se aplicarán a las fuerzas armadas y a la policía las
garantías previstas por el presente Convenio.

2. Be conformidad con los principios establecidos en el
párrafo 8 del artículo 19 de la Constitución de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo, la ratificación de este Conve-
nio por un Miembro no deberá considerarse que menoscaba en
modo' alguno las leyes, sentencias, costumbres o acuerdos ya
existentes que concedan a los miembros de las fuerzas armadas
y de la policía garantías prescritas por el presente Convenio.1

Conferencia Internacional del Trabajo, 31.a reunión, San
Francisco, 1948: Actas de las sesiones (OIT, Ginebra, 1950,
pág. 461). . :

El Convenio núm. 98 ha sido ratificado por los siguientes
países: Albania, República Federal de Alemania; Alto Volta,,
Argelia, Argentina, Australia, Austria, Bangladesh, Barbados,
Bélgica, Bielbrrusia, Bolivia, Brasil, Bulgaria, Camerún,
República Centroafricaria, Costa de Marfil, Costa Rica, Cuba, Chad,
Checoslovaquia, China, Chipre, Dahomey, Dinamarca,' República
Dominicana, Ecuador, Egipto, Etiopía, Fi"ji, Filipinas, Finlandia,
Francia, Gabón, Ghana, Grecia, Guatemala, Guyana, Guinea, Haití,
Honduras, Hungría, Indonesia, Irak, Irlanda, Islandia, Italia,
Jamaica, Japón, Jordania, Kenia, Lesotho, Liberia, República Árabe
Libia, Luxemburgo, Malasia, Malawi, Malí, Malta, Marruecos,
Mauricio, Mongolia, Nicaragua, Níger, Nigeria, Noruega, Pakistán,
Panamá, Paraguay, Perú, Polonia, Portugal," Reino Unido, Rumania,
Senegal, Sierra .Leona, Singapur, República Árabe Siria, Sri Lanka,
Sudán, Suecia, Tanzania, Trinidad y Tabago, Tunez, Turquía, Uganda,
Ucrania, URSS, Uruguay, Venezuela, República de Viet-Nam,
República Democrática Popular de Yemen, Yugoslavia, Zaire. Por lo
que concierne a China, la ratificación fue registrada el 16 de
noviembre de 1971, fecha en la cual el Consejo de Administración
de la OIT decidió reconocer al Gobierno de la' República Popular de
China como el Gobierno representativo de la China. Por lo que
concierne a Lesotho, véase la nota ̂ correspondiente al Convenio
núm. 87. ' :
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tendiente a prohibir actos' de discriminación antisindical por parte
de los empleadores, y especialmente evitar la injerencia de los em-
pleadores y de las organizaciones de. empleadores-en las organiza-
ciones de trabajadores y a promover las negociaciones colectivas,^
no sólo se decidió aceptar la misma excepción relativa a la policía
y a las fuerzas armadas, sino también estipular en el artículo 6
del texto final que:

"El presente Convenio no trata de la situación de los
funcionarios públicos en la administración del Estado y no
deberá interpretarse en modo alguno en menoscabo de sus dere-
chos o de su estatuto."

La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomen-
daciones tuvo la. oportunidad de comentar el aicance de esta dispo-
sición especial̂ -. La Comisión consideró que, si bien el concepto
de funcionario público puede variar hasta cierto grado en virtud de
los diversos sistemas legales nacionales, la exclusión delxcampo de
aplicación del Convenio de los funcionarios públicos no investidos
de autoridad pública (incluso cuando se les haya conferido un esta-
tuto idéntico al de los funcionarios públicos de la administración
del Estado) y que, por lo tanto', no están- encargados de la adminis-
tración del Estado, era contraria al sentido del Convenio; por eso
la Comisión juzgaba que este sentido parecía más claramente acorde
en el texto- inglés, del artículo 6 del Convenio que autoriza sólo la
exclusión de los funcionarios engaged in the administration of the
State (es decir encargados de la administración del Estado). En
efecto, la Comisión no podía aceptar que importantes categorías de
trabajadores empleados por el Estado queden excluidas del- Convenio
por el mero hecho de que se los asimile formalmente a los funciona-
rios públicos que por sus funciones-están directamente dedicados a
la administración del Estado. Si fuera así, el Convenio perdería
gran parte de su alcance. Por consiguiente, la Comisión estimó
esencial establecer una distinción entre los funcionarios públicos
empleados con diversas facultades en los ministerios gubernamenta-
les u organismos semejantes, es decir funcionarios públicos-que por
sus funciones están directamente dedicados a la administración del
Estado, y los funcionarios de'menos categoría que actúan como auxi-
liares en estas actividades, por una parte, y aquellas otras perso-
nas empleadas por el gobierno, por empresas públicas o por institu-
ciones públicas autónomas, por otra.

En el presente capítulo se procurará definir, en función de la
legislación pertinente de los diferentes países, y de los princi-
pios y normas internacionales aplicables en la materia, la situa-
ción actual de los funcionarios públicos respecto del derecho de
sindicación, y determinar en particular hasta qué punto ese derecho
está sujeto a restricciones especiales. Cabe recordar que la Comi-
sión de Expertos preparó en 1973 un estudio general sobre la apli-
cación de los convenios sobre la libertad sindical y sobre el dere-
cho de sindicación y de negociación colectiva^, en'el que examina

OIT: Las perspectivas de--ratificación después de cincuenta
años: Estudio de 17 convenios seleccionados (Ginebra, 19É>9), pá-
rrafo 4t>.

2 • a
Conferencia Internacional del Trabajo, 58. reunión, Ginebra,

1973, informe III (parte 4B): Libertad sindical y negociación
colectiva: Estudio general de la (JomisiOn de Expertos en AplTcación
de Convenios y Recomendaciones..
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los principales problemas y dificultades que plantea la aplicación
.de normas y principios en la materia.a todos los trabajadores, in-
cluidos los funcionarios públicos. Muchos de los problemas que
afectan a los trabajadores en general se plantean también para los
funcionarios. Por lo tanto, conviene referirse también a las cons-
tataciones y comentarios, que figuran en este estudio.

Países donde en principio.se concede el
derecho sindical a los funcionarios

En la mayoría de los países se reconoce a los funcionarios
públicps el derecho a organizarse. Mientras que en algunos países
ese derecho se concede en condiciones iguales que a las otras cate-
gorías de trabajadores sin plantear ninguna dificultad, en otros
el estatuto especial de los funcionarios públicos parece ser la :

causa de restricciones que no se imponen a"los otros trabajadores.
Más adelante, en el presente capítulo, se examinan las limitaciones
más corrientes con mayor detalle. •

En gran número de países el derecho de los funcionarios públi-;
eos a sindicarse está regido por la legislación aplicable a los
sindicatos en general. Tal parece ocurrir, por ejemplo, en los
países siguientes: República Federal de Alemania, Argentina,
Australia, Austria,'Elelorrusia, Bulgaria, República Centroafricana,
ColombiaT Costa d"e Marfil, Cosfa Rica, Cuba, Chad, Checoslovaquia,
Dahomey7 Dinamarca, Finlandia, Francia, Gabon, Honduras, HungriáT
India, Irlanda, IslañcTia, Israel, Italia, Kenia, LuxemHurgo,
Malasia, Noruega, Paisé"s Ba,josT~Polonia, Reino Unido, Senegal,
Sri Lanka, Suecia,~5ü~i2a, Túnez, Ucrania, URSS, Uruguay y Yugoslavia.

Si bien en ciertos de éstos países las disposiciones del dere-
cho sindical ordinario pueden prever excepciones particulares res-
pecto de los funcionarios públicos, en' otros, el derecho de los
.funcionarios públicos a sindicarse se menciona igualmente en el
estatuto de la función pública que trata del empleo de esta catego-
ría de trabajadores en .sus diversos aspectos. No obstante, en la
mayoría-de los casos 'se•enuncian las condiciones precisas del ejer-
cicio de ese derecho'-en:, la legislación pertinente aplicable a todos :

los trabajadores.

En ciertos países, el derecho 'de/los funcionarios públicos a
sindicarse está regido por uncónjunto de disposiciones más o menos1

generales que figuran én el estatuto'del servicio público o en.una '.
legislación especial.' Tal ocurre, en particular, en Bélgica1, :

Real decreto de 20 de junio de 1955.
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Camerún , Canadá , Estados Unidos , Grecia , Japón , Marruecos ,
México i, Trinidad y Tabago5, y Venezuela^.

Países donde en principio se niega el
derecho sindical a los funcionarios

En el extremo opuesto figuran aquellos países que niegan en.
principio reconocer a los funcionarios públicos el derecho de orga-
nizarse en sindicatos. Él principio puede ser absoluto, o condi-
cional. Así, por ejemplo, en ciertos países se niega el derecho de
sindicación a todas las categorías de personal al servicio del
Estado; en otros, la exclusión se refiere sobre todo a los funcio-
narios públicos al servicio'de la administración del Estado. No
obstante, ya sea absoluto ó condicional, el principio sigue siendo
de que es ilegal que los funcionarios públicos constituyan organi-r
zaeiones o se afilien a asociaciones para proteger sus intereses
profesionales; de ello se desprende que todo derecho de que puedan
gozar los funcionarios públicos en cuanto a la libertad sindical
constituye necesariamente una excepción á la regla general.

Decreto núm. 69-DF-7, de 6 de enero de 1969, y artículo 32
del Estatuto de la Punción Pública.

o
Ley de 1970 sobre las relaciones de trabajo en el servicio

público. . . • ' • • . ' • • •

•5
Orden ejecutiva num. 11491, de 29 de octubre de 1969, modi-

ficada por orden ejecutiva núm. 11616, de 26 de agosto de 1971,
respecto de los funcionarios federales.

Ley núm. 4879, de 1931, enmendada por decreto presidencial
de 1931 y ley núm. 5403, dé 1932.

Ley (enmendada) de 1947 sobre los servicios públicos nacio-
nales, y reglamento núm. 17 de la Dirección Nacional de Personal,
y ley (enmendada) de 1950 sobre los servicios públicos locales.

Decreto de 5 de febrero de 1958 relativo al ejercicio del
derecho sindical por los funcionarios públicos.

7
Ley federal de. 27 de diciembre de 1963 sobre los trabajado-

res al servicio del Estado.

Ley núm. 29, de 1965, sobre el servicio público, ley núm. 31,
de 1965, sobre los servicios de lucha contra incendios, ley/ñúm. 32,
de 1965, sobre la administración penitenciaria, ley num.ix, de
1966, sobre la enseñanza.

Q
* Decreto núm. 585, de 28 -de abril de 1971, por el que se dic-

ta el reglamento sobre los sindicatos de funcionarios públicos.
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En Ecuador , España , Etiopía , Jordania , Liberia , Nicaragua ,
Perú' y Turquía8, la totalidad o la mayor parte de las categorías
de funcionarios públicos quedan excluidas del campo de aplicación de
la legislación relativa a organización sindical. En Bolivia9 y
República Dominicanâ -O existen disposiciones similares que niegan a
los funcionarios públicos el derecho a organizar sindicatos. No
obstante, parece que en la práctica esas prohibiciones no son tan
estrictas. Así, por ejemplo, en Bolivia el estatuto de funcionario
público consagra el derecho de libre asociación. En la República
D'ominicana, el derecho de sindicación está garantizado por la Cons-
titución y, en la práctica, existen sindicatos de funcionarios pú-
blicos.

En el Brasil, la ley establece que el personal al ¡férvido
del Estado o de instituciones paraestatales no tiene derecho a sin-
dicarse. No obstante, la ley núm. 1134, de 14 de junio dé 1950,
otorga el derecho de representación colectiva de sus afiliacLo^ a los
sindicatos de funcionarios y de empleados de las empresas indus-
triales dependientes del Gobierno Central, de los Estados y de los
municipios, y a los de las corporaciones públicas, cuando dichos
sindicatos hayan sido constituidos de conformidad con el Código
Civil y no tengan carácter político.

Artículo 10 de la ley sobre el servicio público..
s

2 Artículo 7 de la ley' sindical de 13"A.

Artículo 2 de la Proclamación de 1963 sobre las relaciones
de trabajo.

4 Artículo 1.° de la ley laboral núm. 21, de 1960.

^ Artículo 4700 de la ley sobre normas de trabajo.

Artículo 9 del Código de Trabajo.

n
. ' Decreto supremo núm. 009, de 3 de mayo de'196l, y ley del

servicio civil núm. 11377.
O

Artículos 46 y 119 de la Constitución.

Artículo 103 de la ley general del trabajo de 26 de mayo de
1939.

1 0 Artículo 3 del Código del Trabajo; ley núm. 2059, de.22 de
julio de 1949, enmendada por ley núm. 269, de 24 de junio de 1966.

Artículo núm. 566 de la Codificación de leyes de trabajo.
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Por lo que respecta a El Salvador, los funcionarios públicos
no gozan, en principio, del/.tlerecho de sindicación, pero se hace
una excepción en el caso de los empleados de instituciones oficia-
les autónomas o semiautónomas, quienes pueden constituir,de acuerdo
con el Código de Trabajo, asociaciones o afiliarse a asociaciones
en defensa de sus intereses profesionales^-.

En algunos Estados de Estados Unidos el derecho a constituir
sindicatos sigue siendo negado a los funcionarios, pero un tribunal
federal ha estimado que la Constitución les garantiza el derecho
a afiliarse a un sindicato2.

Exclusiones y restricciones respecto
de ciertas categorías de funcionarios.

En algunos países que reconocen a los funcionarios el derecho
a sindicarse, es posible que ciertas categorías especiales de per-
sonas al servicio del Estado se vean excluidas del campo de aplica-
ción de ese derecho o sometidas a1ciertas restricciones. Esas ca-
tegorías especiales, son, por ejemplo, los miembros de las'fuerzas
armadas, de la policía, de la administración penitenciaria, de los
servicios de lucha contra incendios y los funcionarios que.ocupan
puestos de dirección o de "confianza". Con frecuencia estas exclu-
siones se justifican porque dichos funcionarios asumen responsabi-
lidades en el mantenimiento de la seguridad interior o exterior del
Estado o tareas de índole especial.-

El personal de las fuerzas armadas constituye la categoría de
agentes del Estado que con más frecuencia se excluye de la aplica-
ción del derecho sindical. Como ejemplo de "cláusulas de exclusión"
que a veces se encuentran, puede citarse una disposición del Código
Substantivo del Trabajo de Colombia, según la cual el derecho a
constituir sindicatos se- concede a todo el personal del Estado, con
excepción de los miembros de las fuerzas armadas (y de la policía)5,
y una disposición de la legislación de Marruecos según la cual no
se concede el derecho de sindicación a las personas encargadas de
proteger la seguridad del Estado^.

Tampoco gozan del derecho de sindicación los miembros de las
fuerzas armadas en muchos otros países, como por ejemplo: .Alto
Volta->, Bélgica6, República Centroafricana?, Costa de Marfil5,

Artículo 2 del Código de Trabajo.

o
"State, County and Municipal Employees, C. Woodward, 406 12,

137-8th Circuit, 1969".

Artículo 414 del Código Substantivo del Trabajo.

Artículo 4 del decreto de 5 de febrero de 1958, relativo al
ejercicio del derecho sindical por parte de los funcionarios públicos.

^ Decreto núm. 217 bis/PRES, de 26 de marzo de 1960.

Real orden de 20 de junio de 1955.

' Ley núm. 61/232, de 2 de junio de 1961.
Q

Estatuto General de la Función. Pública, 1965.
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i Chipre", Italia'', Japón* .Malasia , Mauritania , México , Nigeria,'.,
trinidad y Tabago&, Túnez9, Venezuelal^, y República de Viet-Nam^-.

En todos esos países, la legislación niega pura y simplemente
el derecho sindical a los miembros de las fuerzas armadas. En otros
países, como por ejemplo, los Países Baños, las disposiciones res-
trictivas están más matizadas: un real decreto de 1922 establece
que los miembros de las fuerzas armadas "no podrán afiliarse a
organizaciones cuyos objetivos sean incompatibles con los de las
fuerzas de tierra y de mar, o con la disciplina militar". En-
Singapurl2 ios militares no pueden afiliarse a sindicatos, pero
están autorizados a afiliarse a asociaciones propias para promover
sus actividades culturales y sociales.

Aunque con mucha .frecuencia se niegue a los miembros de las
fuerzas armadas el derecho de asociación, existen países en que los
militares tienen derecho a organizarse para defender sus intereses
profesionales. Tal ocurre, por ejemplo, en la República Federal de
Alemania, Austria, Dinamarca, Finlandia, Luxemburgo, Noruega,
Reino Unido y Suecia.

1967.

5

Ley de 1965 sobre los sindicatos.

p

Decreto núm. 205, de 24 de abril de 1945.

Artículo 64 de la ley sobre las fuerzas de defensa.

^ Notificación oficial núm. FU 488, de 28 de septiembre de

Informaciones comunicadas por el Gobierno.

Artículo 5 de la ley federal de 1963 para los trabajadores
al servicio del Estado.

' Artículo 11 del decreto de 1973 sobre los sindicatos.

8 Artículos 186 y 187 de la .ley de 1962 sobre la defensa.

9 Ley núm. 59/12, de 5 de febrero de 1959.

Informaciones comunicadas por el Gobierno.

11
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A veces se prohibe también a las fuerzas de- policía y. seguri-
dad .el derecho a sindicarse. En realidad, se observa con frecuen-
cia qué los países que niegan ese derecho a los miembros de las
fuerzas armadas incluyen igualmente en la prohibición a las fuer-
zas de policía, aplicándoles a menudo iguales disposiciones.legis-
lativas. Así es como se encuentran cláusulas, de exclusión comunes •.
en la legislación de países como Colombia, Italia, Malasia, México
y Marruecos. En Alto Voltâ -, Grecia¿ y Japón^, en cambio, se han ..
adoptado cláusulas especiales de exclusión' para la policía.

En Estados Unidos la situación de los miembros de las fuerzas
de seguridad en cuanto al derecho sindical está regida por la orden
ejecutiva núm. 11491, de 29 de octubre de 1969, sobre las relacio- ,
nes de trabajo en la administración federal, modificada por orden
ejecutiva núm. 11616, de 1971. Este texto estipula que el derecho
de asociación no se aplica a la Oficina Federal de Investigaciones
(FBI), a la Agencia .Central de Informaciones (CÍA) ni a cualquier
otro servicio cuyas actividades esenciales se relacionen con lá
información, las investigaciones o la seguridad, *o a todo servicio,
oficina o entidad cuya función primordial sea controlar la activi-
dad profesional dé los.funcionarios o empleados del servicio ofi-
cial, para verificar si cumplen sus funciones oficiales con honra-
dez e integridad, cuando el jefe del servicio decida, discrecional-
mente, que la aplicación de la orden no sería compatible con la
seguridad interna del servicio. No obstante, algunos Estados y
administraciones locales autorizan a los miembros de las distintas
fuerzas de policía a crear organizaciones y a afiliarse á ellas.
En Chipre4 y Singapur-? los miembros de la policía no. tienen derecho .
a.aullarse a un sindicato, pero pueden crear su propia asociación
y afiliarse a ella.- También en Trinidad y TabagpQ, aun cuando los'
.sindicatos de policía están prohibidos, legalmenté los policías
pueden constituir asociaciones. En la India, la ley de 1966 sobre
la restricción de los dere.chos de los miembros de la policía esta-
blece que, sin permiso de, la autoridad competente, un miembro de .
las fuerzas de policía no puede afiliarse a un sindicato ni a una
asociación que ejerza-actividades en otras esferas distintas-de lo
social, religioso o recreativo, ni mantener relaciones con sindica-
tos o con asociaciones de ese. tipo. ,• ; •:.-;

1 Decreto núm. 4Q7/PRES/VPI/DSS/FPSE, de 17 de. octubre de 1960,
aplicable a las compañías republicanas de seguridad. -. . . r

2 Artículo 1.° de-la ley núm. 4379, de 6 de marzo de 1931.

• ' Artículo 108-2 de la ley (modificada) de 1947 sobre las
administraciones públicas nacionales, y artículo 52 de la ley (modi-
ficada) de:1950 sobre las.administraciones; públicas locales.

Artículos 51 y 52 de la ley sobre la policía, capítulo 285.

Informaciones comunicadas por el Gobierno

Artículos 42 y 47 de la ordenanza sobre la policía.



Documentación 112

No obstante, si ocurre qué los miembros de^la policía y de
otras fuerzas de seguridad no disfruten del derecho sindical, en
cierto número de países gozan de ese derecho en iguales condicio-
nes que las demás categorías de funcionarios públicos o en virtud
de una legislación particular. Tal sucede, por ejemplo, en la
República Federal dé Alemania. Australia, Austria, Bélgica,
República Centroafricana, Costa de Marfil, Dinamarca, Finlandia,
Francia, Guinea, Irlanda, Islandia, .Luxemburgo, Malawi, Niger, '
Noruega, Nueva Zelandia, Países "BE"jos, Reino iTnido, Süecia y Túnez.

El personal de la administración penitenciaria constituye otra
categoría de funcionarios públicos.que en algunos países son objeto
de disposiciones legislativas especiales en virtud de las cuales
se les niega el derecho de sindicación o, si se les concede, es con
limitaciones particulares. En ciertos países esta categoría de
funcionarios está asimilada en cuanto al derecho sindical al perso-
nal de las fuerzas de policía y es con frecuencia objeto de iguales
disposiciones legislativas.

Como ejemplos de países donde el derecho de sindicación se nie-
ga al personal de la administración penitenciaria pueden citarse
el Japón, Malasia, México, Nigeria, Pakistán, Sri Lanka, Sudán y
Tanzania. • En Ugaindâ . y Trinidad y Tabago¿ un estatuto especial que
establece las condiciones de empleo de dicho personal, estipula que,
si bien las personas empleadas por esa administración pueden consti-
tuir asociaciones de personal aprobadas por los poderes públicos,
dichas asociaciones no pueden ser registradas como sindicatos. En
cierto número de países el personal de lucha contra incendios es ,
también objeto de disposiciones legislativas especiales. En .Chipre^
y Japón4, la legislación en vigencia les niega el derecho de sindi-
cación. En Trinidad y Tabago?, según una ley especial que rige las
condiciones üe empleo de ios funcionarios públicos empleados en los
servicios de lucha contra incendios, dicho personal puede crear
asociaciones, pero no serán reconocidas como sindicatos.

Por último, en un pequeño número de países hay restricciones
especiales que limitan el derecho sindical de los funcionarios pú-
blicos empleados en- los grados superiores de la administración y de
algunos de sus colaboradores, es decir, aquellos funcionarios que
ocupan puestos de dirección, de vigilancia o de tipo confidencial.
No obstante, esas restricciones no constituyen necesariamente una
negación absoluta del derecho a sindicarse. En la práctica, hay
algunos casos en que esas categorías de funcionarios parecen tener
derecho a constituir asociaciones para proteger sus intereses pro-
fesionales, aun cuando no tienen derecho a afiliarse a asociaciones"
qué reúnen funcionarios de grado inferior.

1 Ordenanza núm. 2, de' 1968, sobre los establecimientos peni-
tenciarios.

Ley de 1965 sobre la administración penitenciaria.

* ley de 1965 sobre los sindicatos.

* Artículo 52^ 4), de la ley de 1950 sobre los servicios pú-
blicos locales.

•* ley núm. 31, de 1965, sobre los servicios de lucha contra
incendios.
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En la India, Japón, México, Singapur, Sri Lanka y Tanzania,
por ejemplo, el personal de esas categorías especiales está someti-
do a restricciones. En ciertos países, la legislación define cla-
ramente las categorías que no pueden gozar del derecho sindical,
mientras que en otros se determina el alcance de esa prohibición
mediante negociaciones entre el empleador y el sindicato; en otros
casos, los poderes públicos pueden adoptar una decisión unilateral
al respecto.

En México la legislación aplicable al personal de la adminis-
tración federal rige también el derecho de dicho personal a orga-
nizarse y se lo niega á las personas que ocupan "puestos de con-
fianza". No obstante, según informaciones del Gobierno, dichos fun-
cionarios pueden afiliarse a otras asociaciones.

E n Singapur los funcionarios de Estado pueden verse obligados
a darse de baja de un sindicato para poder ser nombrados en pues-
tos de dirección, trasladados o ascendidos. Una disposición seme-
jante existe en un proyecto de ordenanza sobre los funcionarios
públicos en Pakistán; según este texto, los servicios oficiales
pueden exigir que una persona nombrada o promovida a un puesto de
dirección renuncie como miembro ordinario o responsable de una aso-
ciación de asalariados.

En el Japón la legislación aplicable a las administraciones
nacionales y locales establece que el personal que ocupa puestos
de dirección o de supervisión y el personal que por sus funciones
puede tener conocimiento de informaciones confidenciales, por' una
parte, y el resto del personalr por otra,, no podrán constituir
juntos una misma organización profesional.

En la -India parecería que el personal que ocupa puestos de di-
rección o de índole confidencial no gozara de los derechos sindi-
cales.

Convendría ofrecer ahora aquí algunas informaciones complemen-
tarias sobre los puestos de funcionarios de categorías especiales.
Los problemas que se plantean al respecto están vinculados en gene-
ral ál alcance y a la índole uniforme de las disposiciones que de-
.finen dichos puestos.

En México, los "puestos de confianza" son objeto en la ley de
una enumeración especial y completa que abarca el poder ejecutivo,
los ministerios, el poder legislativo, el poder judicial y cierto
número de instituciones oficiales y comisiones. Esa lista menciona
en particular a los funcionarios que ocupan los puestos .siguientes:
directores, directores adjuntos, jefes y jefes adjuntos de departa-
mento, .servicios y secciones, inspectores, personal técnico, conse-
jeros jurídicos y técnicos, conciliadores (conflictos del trabajo),
directores de establecimientos escolares,.contadores, tesoreros,
supervisores y administradores de diversas categorías y personal de
secretaría de los funcionarios que ocupan puestos de confianza.

En el Japón la ley sobre las administraciones públicas naciona-
les estipula que"los límites del personal de dirección y similar
deben ser fijados por reglamentos de la Dirección Nacional de Perso-
nal. La ley sobre las administraciones públicas locales obliga a,
fijar los límites de esta categoría mediante reglamentos de la comi-
sión de personal o de la comisión de equidad competente. ' En el
primer caso, los límites del personal de dirección y análogo fueron
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fijados én 1966 y los puestos de esta categoría figuran enumerados
en detalle en las planillas correspondientes a los diversos, minis-
terios. Se'trata en particular'de los puestos siguientes: direc-'•
tores y directores adjuntos de departamentos, oficinas y servicios,
consejeros, jefes de dirección, secretarios de diversas categorías,
supervisores, jefes de oficina, jefes de oficinas locales, respon-
sables de establecimientos anexos, directores de establecimientos •'
escolares y sus adjuntos.

La cuestión de los límites y de la.uniformidad del personal de
dirección y análogo perteneciente a\ las administraciones nacionales
fue examinada por la Comisión de Investigación y de Conciliación
en Materia de Libertad Sindical enviada por la OIT al Japón^. Res-
pecto del primer punto, y "por lo que se refiere a la conveniencia
de fomentar la creación de organizaciones de trabajadores, fuertes
e independientes, que puedan desempeñar un papel eficaz en la nego-
ciación colectiva, y al derecho de los trabajadores de afiliarse a
las organizaciones que estimen conveniente", la Comisión consideró
importante "que la definición.del personal directivo y análogo no
sea tan amplia que debilite a las organizaciones privándolas de • '
una proporción importante del número de sus afiliados actuales y
potenciales". En cuanto al segundo punto, la Comisión indicó que,- '••
con objeto de evitar anomalías y la consiguiente falta de confian-
za por parte de los empleados, también son necesarias medidas que
garanticen la uniformidad en las designaciones del personal como
personal directivo y análogo. Según la Comisión, esto es tanto
más necesario en el caso.de las comisiones locales, que adoptan las
decisiones en la materiaj que debido a su'Carácter local, requieren
que el gobierno les indique claramente que su política establecida •
es fomentar un movimiento sindical fuerte, estable y responsable.

Situación de los funcionarios respecto • •
del derecho a constituir asociaciones,
.federaciones o confederaciones de su
elección y de afiliarse a ellas. . '

En las páginas precedentes se examinó la situación de ciertas
categorías de funcionarios públicos desde el punto de vista de la
concesión o la denegación del derecho de asociación. La presenté
subdivisión tiene por. fin estudiar la situación de los funcionarios
a los que se otorga ese derecho, aun cuando existan ciertas limita-,
ciones. en cuanto a la composición de sus organizaciones-y, sobre .
todo, a su derecho a asociarse a. los trabajadores del sector pri-
vado. . ' . ' ' • . ' . . .

Reglamento núm. 17-0, de 9 de julio de 1966, de ,lá Dirección
Nacional de Personal. Se adoptaron otros reglamentos para esta ".
categoría de funcionarios en el caso del personal de las adminis-
traciones públicas locales.

o . . - , • . .

. Informe de la .Comisión, de investigación y de- Conciliación en.
Materia de Libertad Sindical, relativo a las personas empleadas en '.'
el/sector público en el Japón, OIT, Boletín Oficial, volumen XLIX,':'
núm. 1, enero de 1966, suplemento especial. Véanse en. particular
los párrafos 2200 a 2202. . :
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En cierto número de países, los funcionarios tienen derecho
a constituir las asociaciones que estimen convenientes, mientras
que en otros la ley o los reglamentos administrativos establecen
que los funcionarios públicos tienen que formar asociaciones sepa-
radamente de los otros trabajadores. En la realidad, con frecuen-
cia, para evitar la actividad política del personal del Estado o
el recurso a la huelga, los gobiernos imponen ciertas restriccio-
nes al derecho sindical de los funcionarios públicos, prohibían—
doles directa o indirectamente asociarse a trabajadores del sec-
'tor privado.

En Suiza^ los funcionarios no pueden afiliarse a una asocia-
ción que pueda recurrir a la huelga. En Grecia^, está prohibida
la afiliación de asociaciones o de federaciones de funcionarios o
de funcionarios individualmente a asociaciones o a federaciones •
de trabajadores o de empleadores cuya acción se base en la .lucha
de clases. La palabra "afiliación" se aplica a toda forma de par-
ticipación o de apoyo a asociaciones o federaciones de.trabajado-
res o de empleadores asociados a la lucha activa de clases.

En Noruega una asociación de funcionarios no puede ejercer
el derecho de negociación colectiva a menos de estar compuesta
exclusivamente por personas al servicio del Estado; existe una
disposición análoga aplicable a las federaciones de esas asocia-
ciones. Para emprender negociaciones colectiva^» una asociación
que no esté compuesta exclusivamente de funcionarios debe obtener
una autorización especial.

En otros países, como por ejemplo en Chipre ,•la prohibición
es más directa. En México? la legislación aplicable prohibe a la
asociación de funcionarios afiliarse a asociaciones o federaciones
accesibles a otras categorías de trabajadores. En Sri Lanka" el
personal dirigente de la administración pública sólo puede afiliar-
se a los sindicatos constituidos por dicho personal; la legisla-
ción prohibe asimismo la fusión o'la federación de tales sindica-
tos entre sí o con otros. En el Japón?, los sindicatos de traba-
jadores del servicio público no pueden inscribirse en el -registro,

1 ley federal de 30 de junio de 1927-24 de junio de 1949-,
sobre el estatuto de los funcionarios.

2 Ley riúm. 4879, de 1931, y ley núm. 5403,' de 1932.

5 Ley de 18 de julio de 1958;

Artículo 59 de la ley de 1967 sobre el servicio público.

Artículo 79 de la ley federal para los trabajadores .al ser-
vicio del Estado., 1963; no obstante, la Federación de Obreros y
Empleados del Estado está afiliada al Bloque de Unidad Obrera,

Ley núm. 24, de 1970, por la.que se modifica la ley de sin-
dicatos.

n

Artículo 108 de la ley sobre las administraciones públicas
nacionales y artículo ^4 de la ley sobre las administraciones pú-
blicas locales.
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salvo si todos sus miembros pertenecen a la misma categoría o nin-
guno de ellos ha sido contratado fuera de la jurisdicción de un
organismo público local. En Malasia1 los sindicatos que organicen
al personal de un organismo administrativo oficial no pueden afi-
liarse a una federación cuyos miembros no provengan exclusivamente
de tal organismo.

En algunos países, la legislación establece quiénes tienen de-
recho a afiliarse a asociaciones de funcionarios, según la unidad
administrativa a que pertenezcan o la índole de sus funciones.

En México las asociaciones de funcionarios públicos sólo son
accesibles a las personas que trabajan en la misma unidad adminis-
trativa. En Venezuela^ los sindicatos deben constituirse a. escala
nacional por ministerios, institutos autónomos y demás organismos
cuyos funcionarios estén regidos por la ley de carrera administra-
tiva. En Sri Lanka^ los sindicatos del servicio público son acce-
sibles únicamente a los funcionarios de un departamento o servicio
oficial determinado o pertenecientes a una categoría dada de fun-
cionarios. .En Malasia? los funcionarios públicos pueden crear orga-
nizaciones y afiliarse a ellas, siempre que la calidad de afiliados
sea exclusivamente reservada a los funcionarios públicos de una mis-
ma profesión,' departamento o ministerio. En Pakistán" las asocia-
ciones de agentes del Estado son reconocidas oficialmente si cada
una de ellas agrupa sólo a funcionarios pertenecientes a una cate-
goría determinada.

Independientemente de estos distintos ejemplos, pueden citar-
.se otros casos particulares que también son de interés desde el
punto de vista del derecho de-los funcionarios a constituir orga-
nizaciones de su elección y a afiliarse a ellas.

Artículo 27 de la ley de sindicatos de 1959.

2
Ley federal para lo-s trabajadores al servicio del Estado.

* Artículo 7 del decreto núm. 585, de 28 de abril de 1971,
por el que se dicta el reglamento sobre los sindicatos de funciona-
rios públicos. ,

Ley núm. 24, de 1970, por la que se modifica la ley de sin-
'dicatos.

Ordenanza de 1971 sobre los sindicatos (exención de funcio-
narios).

6 Notificación núm. 6/1/48 ESTS (SE), de 30 de agosto de 1948,
y reglamento núm. 28, de 1964, sobre la conducta en las administra-
ciones del Estado.



117 Documentación

En Trinidad y Tábago la legislación en vigencia estipula que,
para ser reconocida, una asociación de funcionarios en vías de
constitución o una organización existente no deberá representar a ,
una categoría de funcionarios del Estado que ya esté representada
por otra asociación debidamente reconocida; tampoco puede admitir
en su seno a funcionarios que ya sean miembros de una asociación
reconocida. Existen disposiciones comparables relativas a los bom-
beros y al personal de la administración penitenciaria. Para los
primeros, la ley dispone también que no podrán ser representados,
por la Asociación de Funcionarios Públicos ni por otro sindicato .
reconocido como parte en las negociaciones colectivas y que repre-
sentaba a una o varias categorías de funcionarios inmediatamente
antes de entrar en vigencia la'ley de 1965 sobre el servicio públi-
co. '

En México sólo puede haber una asociación por cada unidad admi-
nistrativa.

La Comisión .de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomenda-
ciones de la OIT ha estudiado ciertas restricciones al derecho sin-
dical de los funcionarios públicos, como las antes expuestas. •

Respecto de una legislación que estipula que las asociaciones
de funcionarios públicos sólo pueden federarse entre sí, que única-
mente una federación así constituida puede ser reconocida por el
Estado y que prohibe a. tales asociaciones afiliarse a federaciones
o confederaciones de organizaciones industriales o agrícolas, la
Comisión expresó la opinión de que dichas disposiciones no parecen
ser compatibles con los artículos 5 y 6 del Convenio sobre la liber-
tad sindical y la protección del derecho de-sindicación, 1948
(núm. 87). De conformidad con tales disposiciones del Convenio,
las organizaciones sindicales tendrán.derecho a constituir las fe-
deraciones o confederaciones "que' estimen convenientes, sin autori-
zación previa"!. En forma más general, la Comisión estimó2 que
toda disposición por la que se prohiba a las organizaciones de fun-
cionarios públicos.federarse libremente entre ellas o federarse
conjuntamente con organizaciones del sector privado, no es compa-
tible (a menos', en este último caso, que una afiliación de esta
naturaleza pueda implicar.en sí la obligación de recurrir a la
huelga) con el derecho de estas organizaciones a constituir federa-
ciones y confederaciones de su libre elección y-de afiliarse a
ellas.

Asimismo, por lo que concierne, a una'legislación que reconoce .
la existencia de una sola asociación de funcionarios públicos en
cada unidad administrativa, la Comisión opinó que tal restricción
está en desacuerdo con el artículo 2 del Convenio núm. 87. No
obstante, la Comisión indicó que no sería contrario al Convenio
conceder a un sindicato mayoritario derechos especiales en materia
de negociación, consulta y representación internacional, en el
entendido de que continuarán existiendo las organizaciones minori-
tarias, las cuales podrán someter a las autoridades y a los

Conferencia Internacional del Trabajo, 47. reunión, Ginebra.
1963, informe III (parte IV): Informe de la Comisión de Expertos
en Aplicación dé Convenios y Recomendaciones, pag. 108. • ~

2
• Libertad sindical y negociación colectiva, op. cit., párrá*-

fo 119." T~—: : -"
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empleadores problemas que afectan a los intereses de sus miembros .
Asimismo, la Comisión estimó incompatibles con el Convenio núm. 87
las disposiciones en virtud de las cuales deben establecerse orga-
nizaciones diferentes para cada categoría de funcionarios públicos^.

Por último, por lo que se refiere a la afiliación internacio-
nal de las organizaciones de funcionarios, un ejemplo de restric-
ción concreta es el de la legislación de Camerún?, según la cual
esas organizaciones no pueden afiliarse a una organización extran-
jera sin una autorización previa del ministro encargado del control
de las libertades públicas.

1 Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios
y Recomendaciones, lybl, op» cit., pag. 107»

2 Conferencia Internacional del Trabajo, 48.a reunión, Ginebra,
1964, informe III (parte IV): Informe de la Comisión de Expertos
en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, pag. 144t e Jjilorme ..
III (parte 4A), 1971, págs. 140 y 141.

* Artículo 19 del decreto núm. 69 DP-7, de 6 de enero de 1969..
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• CAPITULO. II ' '• •

ORGANIZACIONES DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS

Introducción.

En el capítulo I se ha examinado la situación de los funcio-
narios públicos ante la ley con respecto al derecho a formar or-
ganizaciones de su elección y -a ̂afiliarse a las mismas, así.como.',
al derecho de esas organizaciones a afiliarse a federaciones na-
cionales e internacionales. Por consiguiente, en.este capítulo
se estudia la situación de hecho, y no de derecho, de las orga-
nizaciones de funcionarios públicos. Sucede precisamente que en
algunos países la realidad de las actividades de dichas organi-
zaciones difiere de la que cabe suponer de acuerdo con las dis-
posiciones legislativas aplicables. . '

En las características de las organizaciones de funciona-
rios públicos y en sus actividades se advierte la.influencia
que ejercen, en distintas formas, según los países., factores ta-
les como la naturaleza del empleador (el gobierno)., el. tipo de
empleo (no manual eri su mayor parte), la índole con frecuencia
legislativa de las normas que rigen ése empleo y el estatuto es-
pecial así conferido al funcionario público, las leyes y reglamen-
tos que regulan la libertad sindical eri el servicio público, las
normas o prácticas aplicables en materia de reconocimiento y con-
sulta o negociación con las organizaciones de dicho personal y él
Bistema sindical .prevaleciente en el sector privado y en todo él .
país en su ponjunto.

Como consecue'ncia de las múltiples combinaciones dé los fac-
tores que se acaban de enumerar, la estructura de las organiza-
ciones del personal del servicio público>esi muy variada; así,
dichas organizaciones pueden diferenciarse según el alcance de
su afiliación y la índole de sus objetivos, actividades y tác-
ticas.

Por. lo que respecta al alcance de la .afiliación^-:cabe seña- '
lar .ante todo que en muchos casos los funcionarios públicos han ••
constituido sus propias organizaciones, diferenciándolas a veces
de acuerdo con el departamento gubernamental, ámbito de éste
(central, regional o local) o grupo tocupacional; pero en otros
casos no han creado.organizaciones.autónomas, sino que se han
afiliado a las del sector privado.•• En .ciertos casos, las orgâ -
nizaciones de funcionarios público sJDhan creado sus propias fede-
raciones, mientras que a veces, unas u otras se han afiliado a
federaciones o confederaciones de carácter general. Lo mismo pue-
de decirse por lo que respecta-a.1-la"-afiliación-¡internacional.

En cuanto a la índole..de sus objetivos, -actividades y tac-' •
ticas, existen tradicionalmente dos tipos básicos de organiza-
ción. Por una parte .encontramos el tipo••"asociación" - semejan-
te, en muchos aspectos:a las -asociaciones profesionales del sec-
tor -privado.:-,.constituida para, mantener -normas profesionales ade-
cuadas y .para defender ,los, intereses de sus:miembros-mediante irré-'
todos distintos de los ¿que^generalmente utilizan los sindicatos.
Predominantes en" un tiempo, en varios países estas organizacio-
nes tienden a formular y desarrollar objetivos y tácticas cada
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vez más parecidas "a- las de los sindicatos, a menudo para hacer
frente a la competencia de éstos en materia de afiliación. El
segundo tipo de organización, a saber, el sindicato, suele per-
seguir objetivos generalmente de carácter económico y utilizar'
tácticas análogas a las de los sindicatos del sector privado, y
su preocupación y actividad principales son la protección y la
promoción de los. intereses de sus miembros frente al gobierno en
tanto que empleador.

ísh muchos países, las organizaciones de funcionarios públi-
cos - ya sean del tipo asociación o del tipo sindicato -t han so-
lido ser con frecuencia más conservadoras que los sindicatos del
sector privado en materia de objetivos y política. No obstante,
aunque todavía persiste en gran número de. países ese conserva-
tismo, se ha registrado una tendencia, paralela a la rápida.ex-
pansión del empleo en la administración pública y de la sindica-
ción de los funcionarios, por parte de dichas- organizaciones a
mostrarse más resueltas en sus objetivos y tácticas, yendo in-
cluso a veces a este respecto más allá que los sindicatos del
sector privado; empero, lo anterior no significa que dichas or-
ganizaciones dejen de tomar en consideración el interés.público.
La combatividad creciente del sindicalismo en el servicio públi-
co quizás se deba en parte a la relativa novedad que representan
las actividades sindicales en este, sector en muchos países en
• que las organizaciones de personal tratan todavía de definirse y
luchan por que se las reconozca; tal vez se deba también a la
falta de experiencia de los gobiernos para tratar con los sindi-
catos, hecho que a veces se traduce en una resistencia inicial a
la organización sindical que recuerda la. primera época del sindi-
calismo en el sector- privado en algunos países industrializados,
dándose tácticas combativas análogas. Se ha de precisar, sin em-
bargo, que en varios países en desarrollo, en África por ejemplo,
la organización sindical apareció en el servicio público antes
que en el sector privado.

Grado de sindicación entre los funcionarios
públicos-1. ' :

En la actualidad, un rasgo característico de las organiza-
ciones de funcionarios públicos en gran número de países es el
alto grado de sindicación de dicho personal en- relación con el
sector privado o incluso en términos absolutos. Este hecho re-
sulta especialmente patente allá donde el sector privado sólo
cuenta con un número bastante bajo de trabajadores sindicados,
como ocurre en Francia, país donde se estima que la afiliación
sindical entre" los funcionarios públicos oscila entre 50 y 80

Por diversas razones, es muy difícil disponer de datos
estadísticos exactos sobre el número de funcionarios públicos
y empleados gubernamentales afiliados a sindicatos y a otros
tipos de organizaciones en numerosos países. Las cifras y por-
centajes indicados abarcan a todo tipo de organización o asocia-
ción, cualesquiera sean sus funciones, derechos y alcance; por
lo tanto, no pueden estudiarse comparativamente, y sólo se men-
cionan aquí para dar una indicación general de las variaciones
del grado de sindicación dentro de este sector.
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por ciento en las diferentes administraciones y servicios^; los
miembros de la Federación Autónoma de Personal de los Servicios
Nacionales de.Educación representan alrededor del 80 por ciento
de las categorías interesadas^. En Bélgica^, Noruega y Suecia
se estima en 80 por ciento aproximadamente el personal organiza-
do del sector público', mientras que en la República Federal de
Alemania, el grado de sindicación en el servicio publico en ge-
neral se ha evaluado en 75 por ciento (funcionarios, 86'por
ciento; empleados, 52 por ciento, y trabajadores manuales, 85
por ciento)^. En Austria, se considera que se hallan organiza-
dos del 60 al 67 por ciento de los empleados públicos de los go-
biernos central y estatales, cifras que alcanzan el 95 por cien-
to en el caso de los ferroviarios y el 90 en el del personal del
servicio de correos5. En Suiza, la mitad aproximadamente del
personal de la administración federal está sindicado (proporción
ésta inferior a la registrada en ciertos sectores de la indus-
tria). En el Reino Unido, país donde el Gobierno ha alentado
desde hace tiempo a los funcionarios públicos a afiliarse a aso-
ciaciones de personal o a sindicatos, el grado de organización
en el servicio público és mucho más elevado que en el sector pri-
vado. Los principales sindicatos del- sector público están afilia-
dos al Congreso de Sindicatos (TUC), lo que representa aproximada-
mente la mitad de los miembros de todas las organizaciones sindi-
cales pertenecientes al TUC (5 millones de un total de 10 en
1972)". Se calcula que el 90 por ciento- de los funcionarios pú-
blico-s pertenecen a organizaciones directamente representadas en

Véase Comisión Paritaria del Servicio Público, primera
reunión, 1970, informe II, pág. 26.

Véa'se Alain Plantey, Traite pratique de la fonction
publique, París, tercera edición, 1971, t.l, pág. 127.

Véase Roger Blanpain:' Public Employee Unionism in Belgium
(Ann Arbor, Mich., Institute of Labor and Industrial Relations,
1971), pág. 45. • ' . ;

Véase W.H. MacPherson: Public•Employee Relations in
West Germany (Ann Arbor, Mich., Institute of Labor and Industrial
Relations, 1971), págs. 44-45..

c
J Theodor Tomandl: "Labour Relations in the Public Sector

of Austria", documento presentado al Tercer Congreso Mundial de
la Asociación Internacional de Relaciones de Trabajo, septiembre
de 1973, pág. 8.

David Winchester "Labour Relations in. the Public Sector
in the United Kingdom", documento presentado al Tercer Congreso
Mundial de la Asociación Internacional de Relaciones de Trabajo,
septiembre de 1973, págs. 5-6.
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los árganos de los consejos WhitejA. Algunas organizaciones de
funcionarios públicos locales^ como la Unión Nacional de Emplea-
dos Públicos (NUPE), la Asociación de Funcionarios Gubernamenta-
les Nacionales y locales (NALGO), vienen registrando un aumento
que en la primera de estas dos organizaciones se ha elevado a 49
por ciento en el término.de cuatro años2.

En la URSS, 3,2 millones de funcionarios de las administra-
ciones e instituciones estatales, pertenecientes a todas las ca-
tegorías, están afiliados al Sindicato de Empleados del Estado
de la URSS3. • .

Por lo que se refiere a Asia, sólo se dispone de información
acerca del grado de sindicación de los funcionarios públicos con
respecto a unos pocos países. Así, en Japón, según las cifras es-
tadísticas para 1968, el 57 por ciento de los funcionarios guber-
namentales y el 77 de los funcionarios empleados en las adminis-
traciones públicas locales estaban organizados, mientras que el 85
por ciento del personal del servicio de correos y el 72 del per- .
sonal docente eran miembros sindicales. Algo más de la cuarta
parte de todos los trabajadores organizados pertenecen a los sin-
dicatos del sector público (incluidas las empresas de los servi-
cios públicos)4. También están organizados el 60 por ciento de
todos los empleados gubernamentales y pertenecientes al Consejo
Estatutario de Singapur, así como el 90 por ciento aproximadamen-
te de los' funcionarlos públicos y de los empleados de la adminis-
tración locai de Sri Lanka. En Malasia, alrededor del 55 por
ciento de los funcionarios gubernamentales y del 40 por ciento
de los trabajadores manuales empleados en los servicios guberna-
mentales están afiliados a sindicatos.

Nueva Zelandia registra un porcentaje muy elevado de sindi-
cación de los funcionarios públicas; hasta el 100 por ciento en
los servicios de correos y los ferrocarriles y -alrededor del 97
por ciento en él caso de los funcionarios gubernamentales y los
empleados del gobierno central; a nivel local, los empleados
gubernamentales han concluido en general acuerdos en virtud de
los cuales es obligatoria la afiliación sindical. En Australia,
según las cifras suministradas, el grado de sindicación de los

Raymond Loveridge: Collective Bargaining by National
Émployees in the United Kingdom (Ann Arbor, Mich., Institute
of Labor and Industrial Relations, 1971), pág. 58.

o
. "Development and recpgnition of white-collar unions", en

The Industrial Society, febrero de 1973..

G. Makeev y N. Goussinski: Le Syndicat sovietique des
employés d'Etat. Moscú, 1972, págs. 7-9.

Véase Japan Labor Bullétin, vol.' 11, núm. 3, marzo de
1972, pág. 5 (cuadro IV).
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funcionarios públicos es muy elevado, estimándose en casi todos
los casos en más del 85 por ciento, e incluso algunos sindicatos •
de dicho personal afirman, que el mismo asciende a 95 por ciento-1-.

En Canadá y Estados Unidos, la sindicación de los funcionar-
rios públicos ha. continuado aumentando rápidamente. Eñ el Canadá
se estimó que en 1970 los dos tercios aproximadamente, del personal
de la administración pública, federal, provincial y municipal es-,
taban afiliados a una organización sindical. La Alianza del Ser-'
vicio Público representa a 140 000 de los .200 000.empleados fede-.
rales a quienes es aplicable la legislación vigente en materia de
negociaciones colectivas^. En los Estados Unidos, por lo menos >
un tercio de todos los funcionarios públicos pertenecían a sindi-
catos y asociaciones' en 1970; la afiliación era mayor entre .'. .,
los funcionarios federales, elevándose a 52 por ciento del total
(2,7 millones), que entre el personal de las-administraciones es-
tatales y locales (9,45 millones), cuya proporción era de 28por
ciento. .El número de funcionarios sindicados continúa aumentando
rápidamente desde 1970. Junto con- la considerable expansión del
empleo en las administraciones estatales y locales, el número de
miembros de la Confederacion.de Empleados Estatales y Municipales'
(AFSCME) pasó de 210 000 en 1960 a 440 000 en 1970 y a casi ' '
700 000 en 1974. En el plano federal, el número de afiliados • •:••
a la principal organización de funcionarios federales, el Sin-
dicato de Empleados del Gobierno Federal (AFGE), pasó de 70 000
en 1960 a 325 000 en 1970; lo que representa, la mayor tasa de ; "''
aumento registrada, durante el mismo período por cualquier orga-r
nización (364 por ciento). En cuanto a la totalidad de los prin-
cipales sindicatos de empleados federales, las cifras corres-
pondientes a 1960 y 1970 fueron 535 000 y 1 036 000 miembros,
respectivamente, lo que equivale a. un incremento de 94 por cien- .
to^. En la esfera docente, la Asociación Nacional.de Enseñanza
cuenta con 1,5 millones de miembros, y la Federación Americana
de.Maestros con 418 0004. ' . •

En América latina, son escasísimos-los datos relativos a la
importancia-de la sindicación de los funcionarios públicos. No
obstante, este personal parece contar con organizaciones propias1.
en varios países. En Argentina, las dos organizaciones más impor-:
tante's son la Unión del Personal Civil de la Nación (UPCN), con
80 000 miembros, y la Asociación de Traba jado-res del Estado (ATE),
con 80000 miembros también. En México, la mayor parte de los

Véase Gerald E. Caiden: Public Employment Compulsory
Arbitratiori in Australia (Ann Arbor, Mich., jnstitute of Labor
and Industrial Relations, 1971), págs. 31-32.

o .. . . • • • • • . • !

Véase Jack Williams: "Phenomenon of the Decade: the .
PSAC - Now Canadá's Largest White-Collar Union", en Labour •:
Gazette, 'vol. 73, núm. 9, septiembre de 1973, ..pág. 59T".

Véanse J.P. Goldberg: "Public Employee Developments in
.1971", en Monthly Labour Review, enero de 1972, pág. 56;
US Department of.Labour, Bureau of Labour Statistics: Bulletiñ
1750. Direpíory of National Unions and Employee Asspciations, 1971,
pag. 108, y'Monthly Labour Review, agosto de 1974, pág. 55. ••••• ¡

Monthly Labour Review, septiembre de 1974, págs. 46-47.
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funcionarios públicos pertenecen a la Federación de Sindicatos
de .Trabajadores al Servicio del Estado (FSTSE), y en realidad
se alienta a dicho personal a que se afilien a un sindicato'.
En Chile, se estimó en 1972 que más del 80 por ciento de los
empleados del sector público estaban sindicados; sus principa-
les organizaciones son la Asociación Nacional de Empleados Fis-
cales '(ANEF), la Asociación Nacional de Empleados Semifiscales
(ANES), la Federación Industrial de Ferroviarios de Chile (FIFCH),
la Federación Nacional de Trabajadores de la Salud (FENATS) y la
Asociación Nacional de Empleados y Trabajadores Municipales1.
En Costa Rica, se calcula que el 50 por ciento aproximadamente
de los funcionarios públicos pertenecen a un sindicato. En el
Uruguay, se han establecido importantes organizaciones de funcio-
narios a todos los niveles de la administración pública. Este
personal dispone también.de sus propias organizaciones en Bolivia,
Brasil, Colombia, Ecuador, El Salvador, Perú y Venezuela, pero
se carece de datos en cuanto-al número y proporción de afiliados.

Asimismo es escasa.la información sobre el grado de sindica-
ción de los .funcionarios públicos en los países africanos. Se
sabe, no obstante, que en Camerún, Dahomey, Madagascar y Senegal
dichos funcionarios, exceptuando las categorías a.las que la ley
niega tal derecho, están organizados en gran parte.

Estructura de las organizaciones de
funcionarios públicos.

Son muchos los factores que influyen en la estructura de
las organizaciones de funcionarios, y existe una variedad, consi-
derable de sistemas. Evidentemente, son de gran importancia los
efectos de la ley y reglamentos que rigen el derecho de sindica-
ción de los funcionarios públicos, los cuales pueden denegar ese
derecho a ciertos grupos o restringir el alcance de la afiliación
o la naturaleza de las actividades de los sindicatos del sector
público. La estructura del gobierno (unitario, federal, etc.)
ejerce también una influencia significativa. Los criterios para
el reconocimiento de las organizaciones de trabajadores y para
otorgar el derecho de representación para fines de consulta o'
negociación son otro elemento importante que puede afectar la es-
tructura de los sindicatos de funcionarios públicos en ciertos
países. Por otra parte1, la ley y la práctica en materia de ne-
gociación colectiva dentro del sector público puede conducir a
reagrupaciones y a nuevos modelos de organización de los funcio-
narios públicos, como ha sucedido en varios países donde las or-
ganizaciones de dicho personal se han fusionado.o han celebrado
alianzas para fines de negociación. Por último, en el servicio
público, la estructura de los sindicatos refleja a menudo la in-
fluencia del sistema de organización sindical prevaleciente en
el sector privado del empleo, aunque conserva las características
específicas de la administración pública y del sistema legislati-
vo especial dentro del cual funcionan tales organizaciones. •

Véase Alan Angelí: Política aB4 £he Labour Movement in
Chile (Londres, Royal Institute of International Affairs), 1972,
pagsT 43 y 53:
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En muchos países se han constituido sindicatos independien-
tes de funcionarios públicos. El alcance de la afiliación á es-
tas organizaciones es a. veces muy amplio e incluye toda clase de
funcionarios públicos y de empleados gubernamentales; en muchos
casos se restringe la afiliación a ciertos grados o categorías
del personal de la administración pública o a ciertos grupos
ocupacionales o profesionales. • Tales restricciones pueden ser
impuestas por ley o adoptarse voluntariamente por los grupos in^
teresados. En los países en donde se establece' una diferencia-
ción importante entre los funcionarios públicos regidos por un
estatuto especial y los demás empleados del gobierno, las dos
categorías se organizan a' veces'separadamente. No son. pocos
los países donde también existen organizaciones independientes "
para el personal de los servicios, de protección (policía, bom-
beros y enfermeras), y determinadas categorías de trabajadores
profesionales, incluidos los maestros.

Existen asimismo grandes diferencias entre los niveles en
los'que se forman tales organizaciones. Se utiliza a menudo
como base la unidad administrativa, y un sindicato agrupa- a al-
gunas o todas las categorías de. personal empleado en determinado
ministerio, departamento, servicio o delegación de la administra-
ción pública. Hay frecuentemente organizaciones "horizontales"
por tipo de profesión que abarcan al personal perteneciente a
determinados grados o clases o categorías profesionales, emplea-
do en diferentes unidades administrativas de todo el servicio
público. El -personal del gobierno central y el de la adminis-
tración pública local - provincial o municipal - han formado en
muchos casos sus propias organizaciones independientes; por
otra parte, en ciertos países existen organizaciones nacionales
de funcionarios públicos que abarcan a todo el personal de todos
estos distintos niveles.

Como ocurre en algunos países en 'los que los funcionarios
públicos y los empleados gubernamentales pueden afiliarse a or-
ganizaciones que. comprenden a trabajadores del sector'-privado,
gran número de funcionarios se sindican así en organizaciones
cuya afiliación es de alcance general o por ocupación. Es de
señalar que este tipo de sindicación mixta no ha planteado nin-
gún problema en esos países.

El derecho de las organizaciones de funcionarios públicos
a confederarse nacionalmente o a afiliarse á confederaciones
internacionales y regionales de funcionarios públicos se ha
ejercido ampliamente. En una serie dé casos, estas organizacio-
nes y sus feáeraciones o confederaciones están afiliadas a con-
federaciones sindicales de tipo general, tanto a nivel nacional
como internacional.

Con frecuencia existen simultáneamente en un mismo país
los distintos tipos de organizaciones mencionadas o algunos dé
•ellos. La complejidad de la situación real es tan grande que
sería imposible examinar detalladamente todos los datos dispo-
nibles aunque los mismos, sean fragmentarios. Algunos ejemplos
de distintos tipos de estructura sindical existentes en este
sector serán suficientes para ilustrar las situaciones que pué- .
den presentarse.
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En la República Federal de Alemania se establece una dis-
tinción entre las organizaciones de funcionarios públicos tipo
sindicato, afiliadas a la Confederación Alemana de Sindicatos .
(DGB) o al Sindicato Alemán de Empleados (DAG), independiente,
y las de tipo asociación profesional, afiliadas a la Federación
Alemana.de Funcionarios Públicos (DBB). En las organizaciones
del-primer tipo, los miembros pertenecen a las tres categorías
reconocidas en la administración pública," a saber, funcionarios
públicos, empleados y trabajadores manuales, mientras que a las !

del segundo tipo se afilian principalmente los funcionarios pú-
blicos regidos por un estatuto especial, aunque también, en me-'•
ñor número, el personal perteneciente a las otras categorías.
En todos los casos, la estructura, interna de la organización re-
fleja en cierta medida la diferenciación entre las tres catego-
rías,, a fin de que quienes tienen derecho a celebrar negociacio-
nes colectivas puedan hacerlo. De los dieciséis sindicatos que.
integran la DGB, los empleados del Estado se han afiliado sobre
todo al Sindicato de Trabajadores del Servicio Público, de •los'
Transportes y de las Comunicaciones (OTV) (el mayor sindicato de
personal de la administración pública) y a los sindicatos del
personal del servicio-de correos, ferrocarriles, educación na-
cional, agua y silvicultura, minas y las artes. También perte-
necen a algunos de estos sindicatos trabajadores del sector pri-
vado.1. . . • • • ' . • • • • •

En Austria, los funcionarios públicos están representados
en la Federación de Sindicatos de Austria (OGB) por cuatro de
sus dieciséis sindicatos, a saber: los de ferroviarios, traba-
jadores del servicio de correos,, empleados municipales y emplea-
dos de los gobiernos central y estatales. Estos cuatro sindica-
tos han creado una junta mixta para fines de negociación2.

En Suiza, una gran parte de los funcionarios públicos y de
los.trabajadores de la administración pública están afiliados a
la Federación Suiza de Personal de los Servicios Púb!L«jos, la
mayoría de cuyos sindicatos pertenecen también a la Confedera-
ción General de Sindicatos de Suiza (USS), salvo las asociacio-
nes que agrupan a los funcionarios públicos y a los trabajado-
res pertenecientes a la administración federal central. También
existen asociaciones minoritarias, algunas de las cuales pei?te-
necen a la.Confederación- Suiza de Sindicatos Cristianos.

En Bélgica, la mayor parte de los funcionarios públicos es-
tán afiliados a las dos federaciones sindicales principales, -la
Federación de Sindicatos Cristianos del Servicio 'Público (FSCSP)
(que cuenta con el 34 por ciento del personal con derecho a afi-
liarse) y la Confederación Central de Sindicatos de Funcionarios
Públicos (CGSP) (33 por ciento). Los demás sindicatos abarcan
del 10 al 12 por ciento de dicho personal. La FSCSP está inte-
grada por seis sindicatos, de los que- el más importante es el

Véanse Pierre Koenig: La fonction publique en Allemagne
fedérale (París, 1973, Dossiers-Thémis), pag. 87; : ~~̂
William H. MacPherson: Public Employee Relations in West
Germany (Ann Arbor..iq71. Institute of Labor anri T-wñnst.Ti AI •
Relations), págs. 30-45. !"

Theodor Tomandl, op. cit., pág. 8.
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Sindicato Cristiano-de Funcionarios Públicos (subdividido en
grupos que corresponden a ciertos servicios administrativos),
siguiéndole el Sindicato Cristiano de Personal de Ferrocarri-
les, Correos y Teléfonos, Marina-, Aeronáutica, Radio y Televi-
sión,.y cuatro sindicatos de maestros organizados según el ni-
vel de-enseñanza. La CGSP se divide en-secciones nacionales
que corresponden a. departamentos gubernamentales, gas y electri-
cidad, educación, servicios descentralizados, trabajadores de
correos, radio .y televisión, ferrocarriles, tranvías y autobuses,
provincias y municipalidades y telégrafos y teléfonos. Cada fe-
deración está afiliada a las federaciones centrales de la misma
tendencia: 'la CGSP a la Federación .General del Trabajo de
Bélgica (FGTB) y la FSCSP a la Confederación de Sindicatos Cris-
tianos (CSB). Las dos federaciones de funcionarios públicos han
constituido un frente común para celebrar negociaciones con el
Gobierno u otras partes1.

La mayoría de las organizaciones de funcionarios públicos
de Francia están afiliadas a las grandes confederaciones céntra-
le s~dé~siñdicatos - Confederación General del Trabajo (CGT),
Confederación Francesa Democrática del Trabajo .(CFDT)', Fuerza
Obrera (FO), Confederación General de Personal Dirigente (CGC).
Existen también ciertos sindicatos independientes importantes,
especialmente la Federación Autónoma de Maestros, que agrupa a
los sindicatos de personal docente de todas las tendencias y es
una. de las más^importantes del país.. Estas organizaciones de
funcionarios públicos se dividen de diversas formas; por ejemplo,
según el departamento o servicio gubernamental, nivel jerárquico
del empleo, tipo de trabajador o formación profesional*.

En Suecia, las organizaciones de funcionarios públicos están
afiliadas en su mayoría, por conducto de sus federaciones respec-
tivas, ala Confederación de Sindicatos de Suecia (LO), la quinta
parte de cuyos miembros trabaja en el sector público (a finales
de 1972, la Federación de Trabajadores Comunales tenía unos
276 000 miembros y la Federación de Funcionarios del Estado al-
rededor de 170.000). y a la Confederación de Empleados y de Fun-
cionarios Públicos (TCO), en la que el 43 por ciento de afilia-
dos pertenece a la administración pública (190 000 al gobierno
central y 117 000 al^sector comunal). Las negociaciones con el
gobierno central están a cargo de la .Federación de Funcionarios
del Estado de la LOy de. una sección de la TCO (TCO-S) que agru-
pa al personal de la administración en esta organización. "Dos
organizaciones más pequeñas, independientes de las dos confedera-
ciones principales, representan a cierto, número de funcionarios
públicos: la Confederación de Graduados Universitarios (SACO),
que cuenta con unos 120 000' miembros, y la Federación de Funcio-
narios de Categoría Superior (SR), a la que están afiliadas unas
20 000_personas. Se proyecta una fusión de estas dos organiza-'
ciones^. Se.estima que en Dinamarca, de los 924 000 miembros de'

Véase R. Blanpain,. op. cit., págs. 45-47.
2 A

3.,

2 Véase A. Plantey, op. cit.. vol. 1, pág. 198.

Véase "Les syhdicats en Suede'1, en La d'ocumentation
francaise. Notes et études documentaires, 30 de julio de Í973
(núms. 4011-4013). . '. '• '• ~~ , - .
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la Federación de Sindicatos de Dinamarca (LO), unos 200 000 es-
tán empleados por las autoridades estatales o locales, pertene-
ciendo sobre todo a sindicatos de trabajadores de comercio y
oficinas, al Sindicato de Funcionarios Públicos y Trabajadores
Municipales y al Sindicato General de Trabajadores Semicalifica-
dos de Dinamarca; por otra parte, la Federación, independiente,
de Funcionarios Públicos de Dinamarca y de la .Organización de
Empleados (FTF) agrupa a unos 230 000 miembros, la mayoría de los
cuales trabajan en el sector público1. En Finlandia, los funcip.-
narios públicos pertenecen en su casi totalidad a un solo sindi-
cato.

En el Reino Unido, la mayor de las organizaciones represen-
tadas en los órganos del Consejo Nacional Whitley .es la Asocia-
ción-de Funcionarios de la. Administración y de los Servicios Pú-
blicos (CPSA), que representa a todos los grados de personal de
oficina, operadores de teletipos y a la mayoria de las secreta-
rias, mecanógrafos y operadores de máquinas de oficina; " la CPSA,
junto con la Federación del Personal de Impuestos Internos, la
Asociación del Personal del Ministerio del Trabajo y la Asocia-
ción de Funcionarios de los Tribunales de Condado, que en cier-
tas categorías comparten la afiliación con la CPSA, forman la
•Alianza de Administración Pública. Los funcionarios de nivel
ejecutivo pertenecen en su mayoría a la Sociedad de Funcionarios
Públicos, mientras que el Sindicato de la Administración Pública
representa a los' trabajadores manuales, personal de limpieza,
mensajeros y ciertos técnicos y supervisores de los trabajadores
manuales, y la Institución de Funcionarios Públicos Profesionales
a los asesores profesionales y a un gran número de técnicos2. A
nivel de la administración local, las organizaciones-más impor-
tantes son la Asociación de Funcionarios de las Administraciones
Nacional y Locales (NALGO), con unos 500 000 afiliados, y el Sin-
dicato -Nacional de Funcionarios Públicos (NUPE), que cuenta con
unos 423 000 miembros^. Cierto número de las organizaciones del
sector público pertenecen al Congreso de Sindicatos.

En Canadá,' la Alianza del Personal de la Administración Pú-
blica (PSAC), que representa a la mayoría de los funcionarios
federales amparados por la legislación que rige las negociacio-
nes colectivas en el sector publico a nivel federal, está inte-
grada por diecisiete componentes que corresponden a los depar-
tamentos gubernamentales;- es responsabilidad de dichos componen-
tes representar los intereses de sus miembros en el lugar de tra-
bajo, mientras .que la Alianza se ocupa de las negociaciones co-
lectivas y de los problemas más importantes. Están afiliados* a
ésta principalmente los empleados y el personal técnico, aunque,
también algunos trabajadores manuales y dos grupos profesiona-
les, a saber,' maestros y contables. La mayoría del personal pro-
fesional restante pertenece al Instituto Profesional' "de la Admi-
nistración Pública del Canadá. El personal de correos también

Véase Employers and Workers in Denmark (Copenhague, Det
Danské Selekab, 1974), pégB.

2 VéaseiHaymond loi§ridge, op. bit., págs. 58-60.

* Véase^ "Development and Recognition of White Collar
ITnions", en The Industrial Society, febrero de 1973.
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está afiliado a organizaciones que no pertenecen "a la PSAC^.
Existe además una federación de organizaciones de personal de
los gobiernos provinciales.

En los Estados Unidos, las organizaciones más importantes
de funcionarios públicos. Caparte del Sindicato de Maestros)
son la Federación Estadounidense de Empleados del Gobierno (AFG),
cuyos miembros están empleados en el Gobierno Federal, y la Fe-
deración Estadounidense de Empleados de los Estados, Distritos
y Municipios (AFSCME), que agrupa a todos los empleados de la
administración pública y estatal, de distrito y municipal. Am-
bas están afiliadas a la. AFI-CIO. La Federación Nacional de •
Empleados Federales (NFFE) y la Asociación Nacional de Empleados
Gubernamentales (NAG) son independientes. La organización de em-
pleados públicos, excluido el personal docente, más importante
entre las de tipo'asociación es la Asamblea.de Empleados Guber-
namentales (AGE), formada principalmente por asociaciones del
personal de los gobiernos estatal,es2. En la esfera de la ense-
ñanza, la principal organización es la Asociación de Educación
Nacional (NEA),- asociación de tipo profesional que rivaliza con
la Federación Estadounidense de Maestros (AFT), organización más
pequeña afiliada a la AFL-CIO. En 1973 se creó la Coalición de
Empleados -Públicos Estadounidenses, formada en un principio por
la NEA y la ÁFSCME, para defender en forma oficiosa los intere-
ses de determinados grupos de funcionarios a nivel federal, es-
tatal y local; esta organización ha luchado por la adopción de
medidas legislativas federales que garanticen a todos los funcio-
narios públicos el derecho a organizarse, a celebrar negociacio-
nes, colectivas y a declararse en huelga. El número de sus miem-
bros parece elevarse a 2,3 millones^.

En Bulgaria, los sindicatos de funcionarios públicos están
organizados a nivel regional en virtud de reglamentos estatuta-
rios y por-categoría de ocupación, y están agrupados en una jun-
ta central. En la URSS, el Sindicato de Funcionarios Estatales
de la URSS está afiliado al Consejo Central de Sindicatos de
Empleados y Trabajadores Intelectuales.

Los funcionarios públicos del Japón se encuentran sindica-
dos por grupos correspondientes a su situación jurídica; los
funcionarios públicos nacionales, los funcionarios públicos mu-
nicipales y^los empleados de las empresas públicas nacionales y
locales están organizados-separadamente, rigiéndose cada grupo
por leyes y reglamentos estatutarios diferentes. Estas organi-
zaciones están formadas exclusivamente a nivel de cada ministe-
rio, o servicio gubernamental; no" existen organizaciones de fun-
cionarios públicos por oficio, categoría tí ocupación. Una serie
de organizaciones de funcionarios .públicos están afiliadas a
las principales confederaciones de sindicatos, la Sohyo y la

Véase Jack Williams, op. cit., págs. 590-591.

Véase Monthly Labour Review, noviembre de 1973, pág. 56.

Véase Monthly Labour Review, marzo de 1973, pág. X74, y
septiembre de 1974, pág. 46.
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Domei, qué. han -constituido para fines consultivos consejos na-.
cionáles de. sindicatos de funcionarios públicos. Este perso-
nal constituye el 62 por ciento de la afiliación total de ,-,.
Sohyo, pero sólo el 8 por ciento de la correspondiente a Domei

Las organizaciones de funcionarios públicos, de Singapur'.
se: han constituido por ocupaciones, contándose con una federa-
ción central general que representa a sindicatos de todas las
categorías de empleados gubernamentales que trabajan en la-ad-
ministración pública y los servicios, asi- como también algunos
consejos estatutarios. Esas organizaciones de funcionarios pú- .
blicos pueden, con la autorización del.Ministerio de Hacienda,
federarse con los sindicatos de trabajadores del sector priva- •
do, y de hecho la mayoría de ellos están afiliados al Congreso"
Nacional de Sindicatos (NTUC). En Malasia, una gran confedera-
ción abarca a setenta y dos sindicatos de funcionarios públicos
con 75 000 afiliados y a otras asociaciones menos importantes
4.e funcionarios públicos... VJLetVNam .y Sierra Leona, por otra
parte, son ejemplos, de países en donde existe una federación ge-
neral de sindicatos de> empleados públicos que no se ha afiliado
a. ninguna confederación, nacional. En el Pakistán, los f.uncio-
narios públicos están sindicados por categorías-.

En el Camerún existen "tres grandes federaciones sindicales
centrales a las que están afiliados algunos sindicatos de fun-
cionarios públicos. En Madagascar, los.funcionarios públicos
e.stán organizados de acuerdo con reglamentos, por grupos de
ocupación o unidades, administrativas. Sus sindicatos están to-
dos afiliados a alguna de las cuatro- federaciones centrales .de
sindicatos. Una situación similar existe en Senega!'. En Ghana,
los funcionarios públicos del gobierno central son miembros de
la Asociación de ¡Funcionarios Públicos o de sindicatos afilia-
dos al Congreso de Sindicatos; los empleados de los gobiernos
locales están organizados en una asociación autónoma. En
Argelia, los funcionarios públicos, en la medida en que están
organizados, se han afiliado al Sindicato General de Trabaja-
dores Argelinos; existe una federación de personal de correos
y una federación de personal de enseñanza y cultura.

En Argentina, los dos sindicatos principales de funciona-
rios públicos, a~saber, la Unión de Personal Civil de la Nación
y la Asociación de Trabajadores del Estado están afiliados a
la Confederación General del Trabajo.

Debe señalarse asimismo que en algunos países las federa-
ciones sindicales centrales han establecido departamentos o
secciones a fin de asegurar cierta coordinación y cooperación
entre las organizaciones de funcionarios públicos existentes.
En los Estados Unidos, por ejemplo, la APL-CIO creó en 1974 un
departamento para los funcionarios públicos con miras a resol-
ver las diferencias internas entre las organizaciones de dicho
personal y a promover métodos más -eficaces de organización y
negociación.

Japan Institute of Labor: Japán Labor Bulletin, vol. 11,
núm. 3,- marzo de 1972, pág. 7 (cuadro VI,).
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Por último, conviene señalar que las diversas organizacio-
nes de.funcionarios públicos de distintos países están afilia- .'
das con frecuencia a confederaciones internacionales de sindi-
catos u organizaciones profesionales. Existen varias confede- :

raciones internacionales generales "de organizaciones de funcio-
narios públicos, como la Internacional de Servicios Públicos,
la Unión Internacional de Sindicatos.de Trabajadores de los
Servicios Públioos y Similares y la Federación Internacional
del Personal..de los Servicios Públicos. Hay asimismo confede-
raciones internacionales más especializadas para grupos ocupa-
cionales específicos, como la Confederación Internacional de
Funcionarios, la Federación Internacional de Personal Diri-
gente de los Servicios Públicos, la Internacional del Personal • ••
de -los Servicios de Correos, Telégrafos y Teléfonos, la Confe- ••
aeración Mundial de Organizaciones de Profesionales de la Ense-
ñanza, la Federación. Internacional Sindical de la Enseñanza,
el Secretariado Profesional Internacional de Trabajadores de
la Enseñanza, la Confederación Sindical Mundial de la Enseñan-
za, la -Unión Internacional de Sindicatos de Policía y el Con- • •
sejo. Internacional de Enfermeras. En el plano regional cabe >
mencionar la Confederación Latinoamericana de Trabajadores Es- : -:

tatales (CLATE). A veces se celebran reuniones regionales de
organizaciones nacionales de funcionarios públicos, como por
ejemplo las recientes conferencias convocadas en Asia-y América
latina bajo el patrocinio de ciertas asociaciones' internaciona-
les, de-ámbito mundial o regional, de funcionarios .públicos.
Algunas de las confederaciones arriba mencionadas están afilia-
das a su vez a la Confederación Internacional de -Organizaciones
Sindicales Libres, a la Federación Sindical; Mundial o a la Con-
federación Mundial del Trabajo..

Criterios y procedimientos para el
reconocimiento. . . . .

La importancia de las organizaciones sindicales no puede
evaluarse teniendo en/.cuenta únicamente el número de.sus miem-
•bros, sino que también depende dé su capacidad para intervenir :
efectivamente en defensa de los intereses de éstos. A su vez,
tal capacidad,depende en cierta medida de que la organización .
haya sido reconocida por el interlocutor correspondiente (el
gobierno o el departamento o servicio gubernamental interesado)
para el propósito en favor del cual la organización pretende
ihtejrvenir y sé le permite hacerlo. Las organizaciones de fun- '
cionarios públicos pueden ser reconoóidas para, diferentes \fina-
lidades, de, ¿cuerdo con las actividades que tienen el derecho de
desarrollaré como celebrar consultas y negociaciones, represen-
tar a sus miembros en materia de quejas, o dentro de distintos
órganos mixtos o para iniciar una huelga.

•El .reconocimiento•se expresa de diferentes maneras, y a
menudo sus efectos varían. A veces, el registro está subordi-
nado' únicamente a ciertos requisitos de forma, mientras que
otras se exigen determinadas condiciones mínimas de represen-
tatividad. En los demás casos, la organización habrá de ser.
reconocida como representativa de la categoría de trabajadores
que ,pretende representar, bien sea por decisión del gobierno o
del servicio gubernamental "interesado o por conducto de los •
órganos creados para determinar la representatividad. En algunos



Documentación 132

países, el reconocimiento del carácter Representativo de la or-
ganización da a ésta derechos exclusivos de representación,
mientras que en otros le da tales derechos sólo para sus miem-
bros al mismo tiempo que a otras organizaciones que también han
sido reconocidas.

En ciertos casos, tal reconocimiento depende Tínicamente de
la buena voluntad de las autoridades públicas, que serán jueces
únicos para decidir si las organizaciones pueden o no justifica-
damente pretender que representan a un sector del personal' de
•la administración pública. Así'sucede, por ejemplo, en el
Reino Unido. El reconocimiento nacional puede concederse, de
acuerdo con las condicioríes estipuladas por el Ministerio de
Hacienda, a las asociaciones que'representen a una categoría
general de funcionarios públicos empleados en más de un depar-
tamento; él reconocimiento departamental se otorga a la asocia-
ción que 'represente exclusivamente a su'personal. No se ha es-
tipulado "un porcentaje determinado de afiliación para determinar
la representatividad; las solicitudes-son consideradas de acuer-
do, con sus méritos, y cuando fuese necesario, las autoridades
podrán investigar cuál.es el número de miembros que cotizan en
las .organizaciones que solicitan el reconocimiento.

En muchos otros casos, como por ejemplo en Bélgica, Japón
y Venezuela, de conformidad con la legislación basta con un sim-
ple procedimiento de registro para que se otorguen ciertos dere-
chos de representación y de intervención a las organizaciones de
funcionarios públicos, que implican las correspondientes obliga-
ciones para las autoridades empleadoras; en Venezuela, para que
un.sindicato pueda ser registrado, deberá contar por lo menos
con el 10 por ciento (que no habrá de ser inferior a 100 perso-
nas)' de todo, el personal del organismo respectivo (pueden esta-
blecerse sindicatos para cada ministerio u órgano publico)1..
Sin embargo, el registro, no implica siempre automáticamente el
reconocimiento por parte del empleador, quien podrá exigir la
prueba de un porcentaje de afiliación del personal que la orga-
nización pretende representar como condición previa a toda re-
unión o negociación con la misma, como ocurre en la India.
Una de-las condiciones-para conseguir el reconocimiento nacional
en Bélgica es que' el sindicato interesado obtenga un puesto,
por elección, en él Consejo Consultivo General de Sindicatos,
o.que esté representado en el Consejo Nacional*idel Trabajo.
En ciertos casos, estas disposiciones tienen por objeto evitar
que las autoridades negocien con sindicatos no representativos,
pero en otros la finalidad de los. requisitos para el reconoci-
miento es controlar.la conducta de los sindicatos*

En aquellos países en que se ha concedido a los funciona-
rios derecho de negociación colectiva, las leyes o los estatu-
tos prescriben a veces una prueba electoral o prueba de afilia-
ción para establecer la- calidad de representatividad de tales
organizaciones a los efectos de la negociación. En Noruega,
por ejemplo, para que se reconozca el derecho de negociar y d«

Decreto núm. 585, de 28 de abril de 1971, sobre los sin-*
dicatos de funcionarios públicos, S.L. 1971 - Ven. 1, artículo*
6-8 y 13.



133 Documentación

concíuir contratos colectivos a una.organización, ésta debe te-
ner por lo menos 50 miembros y contar como mínimo con el 50 por
ciento de los funcionarios públicos del departamento o servicio
cuya representación invoca; a nivel nacional, una federación
de organizaciones de funcionarios públicos sólo'tendrá derecho
a celebrar negociaciones colectivas si cuenta entre sus miembros
con funcionarios pertenecientes como mínimo a cinco departamen-
tos gubernamentales, con no menos de 7 000 afiliados, y si se
ha reconocido siquiera a cinco de sus organizaciones afiliadas
el derecho de negociación a nivel departamental. En Canadá y
Estados Unidos se ha fijado un procedimiento para definir las
unidades de negociación en la administración pública y para re-
gistrar a los'agentes negociadores. Según la legislación cana-
diense v las autoridades del gobierno federal deben estar conven-
cidas de que la organización que solicita el reconocimiento re-
presenta a la mayoría de los trabajadores de la unidad de nego-
ciación y están facultadas para examinar la prueba de afiliación
o para requerir que se efectúe, bajo su control, una votación
de representación entre los trabajadores de la unidad interesada.
En los Estados Unidos se concede el certificado federal de acuer-
do con la votación de la mayoría de los trabajadores interesados.

Percepción de las cotizaciones y
seguridad sindical.'

Cada día se admite más que el buen funcionamiento de las
organizaciones sindicales y, por consiguiente, de todo el sis-
tema de relaciones de trabajo exige que se les garantice cierta
seguridad, tanto de orden económico como sindical propiamente
dicho.

Percepción de las cotizaciones.

La percepción de las cotizaciones sindicales deduciéndolas
automáticamente de la paga de los afiliados permite dar a las
organizaciones la base financiera indispensable para un buen
funcionamiento y una acción adecuada por su parte. Puesto que
se trata dé un procedimiento puramente técnico - la deducción de.
las cotizaciones se lleva a cabo automáticamente por el emplea-
dor en nombre de los sindicatos representados - su introducción
en el sector público no parece plantear mayores dificultades
de orden práctico que en el sector privado. Ahora bien, el he-
cho de que esta fórmula se aplique en la industria privada de
algunos países no significa que también haya sido adoptada en
el servicio público, y naturalmente se desconoce por completo
en aquellos otros que se .niegan a utilizarla en el sector priva-
do. Pero en todas partes se afirma cada vez más la tendencia en
favor de este sistema, considerándose que sus ventajas compensan
ampliamente sus inconvenientes. Varios participantes en la pri-
mera reunión de la .Comisión Paritaria del Servicio Público pu-
sieron de relieve la importancia del sistema deducción del sa-
lario de las cotizaciones sindicales para el funcionamiento nor-
mal de las organizaciones de funcionarios-*-. " •

OIT: Comisión Paritaria del Servicio Público, primera
reunión, 1971, informe,-párrafo 61: Boletín Oficial, 1971,
núm. 4, pág. 412.
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En los.-.Estados Unidos, país donde es corriente la deduc-
ción en la- industria,, la .reglamentación prevé érí la administra-
ción general la. deducción del salarió, a tituló voluntario, de
las cotizaciones de los miembros de las organizaciones que go-•
zan. de.1;reconocimiento exclusivo, en caso de acuerdo por.escri-
to para tal fin entre la. organización y la administración inte-
resada. La autorización dada por el miembro sindical es.revo-
cable. El procedimiento'está, bastante generalizado en. el ámbi-
to estatal,- siendo las. más de las veces la legislación sobre
las relaciones de trabajo en .el- empleo público laque lo prevé
expresamente, con la autorización escrita,de los funcionarios
interesados; ..en otros niveles, el sistema se rige'por leyes
anteriores o por decisiones judiciales^. . también se aplica, el
mismo sistema en el-,gobierno federal del Canadá -y en. la admi-. •
nistración provincial de.Quebec, así como en los Países Ba.jos. •

En Argentina, el estatuto de sindicato más. representativo
garantiza el cobro de las cotizaciones:por ese. medio?. En . •
Italia, este mismo método, admitido ya en la.legislación, ha.
sido reforzado por una ley dé aplicación general promulgada
recientemente, la cual prevé el: derecho, de los sindicatos.a
optar por tal sistema y a aplicarlo de conformidad con los pro-
cedimientos establecidos en el contrato colectivo^. En Gran
Bretaña, son los sindicatos deL sector público los que cuentan
con el mayor número de miembros cuya cotización se cobra dedu-
ciéndola de la paga;' el sistema, no se funda en ningún texto
legal, sino en el acuerdo explícito o implícito del miembro in-
teresado. Las diferentes administraciones sé han comprometido
desde-1966 á déducir.las cotizaciones de la remuneración, y to-
das las asociaciones más. importantes.pagan una comisión al go-
bierno por este servicio^'. En Irlanda, 21 100 miembros de los
cinco sindicatos del sector público están sujetos a este sis-
tema-'; el Ministerio de Hacienda se reserva el 5 por ciento
del total de las deducciones.

Véase The American Assembly: Public Workers and Public
Unions.(Éríglewood Cliffs, N.J., 1972), pág. 36.

: * o • '• * — ' • ' -

Ley número -20615 soBre las asociaciones profesionales de
trabajadores, artículos 19 y. 41. " -- . '

^ Ley núm. 300', de" 20 de mayo de: 1970, artículo 26; según
el artículo 37, las disposiciones de la ley se aplican a los
organismos públicos dedicados auna actividad económica y a
otros organismos públicos, a menos que' estos últimos se rijan
en la materia por disposiciones especiales.

* Véase B.A. Hepple y P. O'Higgines: Public Employee
Trade Unionism in the.United Kingdom: The Legal Framework (Ann
Arbor, Michigan, Institute of Labor.and Industrial Relations),
1971, pág. ;60, y R. Loveridge, o?:¿ ci.t.., págs.'61-62.

"" "Check off system", en Trade Union Information (Dublín),
húms. 181-182, abril-mayo de 1973, pág. 4.
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... ,.-En Israel, el- sistema.-de deducción funciona en beneficio.•.
del Histadrut y de los sindicatos .afiliados a él, entre los, que
figura el Sindicato Nacional de Empleados del Gobierno; además,
las cotizaciones se; pagan, directamente al Jiistadrufcl. Este pro-
cedimiento ha :SidQ. adoptado asimismo, por un buen número de.paí-
ses africanos de-habla inglesa, como .por ejemplo Zambia^, cuya
legislación prevé, a- reserva de ciertas.; condiciones sobre la re-
presentatividad del sindicato,. la deducción.con la autorización
por. escrito del trabajador afiliado.'•

Seguridad sindical. ' ": ' ' ' • • '. • '

Raras veces se utilizan en la función pública las diversas
formas de seguridad sindical propiamente dicha.- "closed shop",
"agency shop", etc. -, incluso en los países donde se practican
corrientemente en. el .sector privado. En algunos casos los sin-
dicatos'de los funcionarios públicos no pueden.aplicar tales fór-
mulas bien sea en virtud de prescripciones legislativas especia-
les o como consecuencia de una prohibición dé aplicación general'
fundada en determinada concepciónde la libertad.sindical.
Francia, por ejemplo., se encuentra, en este ultimo caso, mientras
que en el Japón, las leyes aplicables al;sector,público reconocen
de manera expresa, el derecho; de los -funcionarios a no sindicarse,
excluyendo así toda posibilidad de monopolio sindical; asimismo,
en razón del principio jurídico, según el cual ha de pagarse al
trabajador la totalidad de su remuneración,, se'prohibe el siste-
ma de-deducción en todos los niveles de' la administración. En
Bélgica se desconocen en él sector público las cláusulas relati-
vas a lá seguridad sindical. En Suecia, las mismas están prohi-
bidas como consecuencia de la. interpretación de la ley sobre la
negociación colectiva. Por último, una legislación como la de
Zambia, ya citada, que por otra parte admite el sistema de de-
ducción de la cotización por el empleador, prohibe expresamente
que se tome en, consideración la afiliación sindical para contra-
tar o despedir a un trabajador3. , . . •

En.otros países, en cambio, se aplican o se están desarro-
llando fórmulas de seguridad sindical. Así, en Nueva Zelandia!
los funcionarios provinciales-han celebrado a menudo acuerdos
por los cuales la afiliación sindical es prácticamente obliga-
toria. En la provincia de Quebec, en el Canadá, desde 1966 se
aplica a los sindicatos de funcionarios una fórmula original de
seguridad sindical, la "fórmula Eand", según la cual si dentro
de los seis meses a. partir de la. conclusión del contrato colec-
tivo el sindicato logra agrupar al 70 por ciento de los trabaja-
dores; el gobierno lleva a cabo la deducción por una cuantía

Jerome Lefkowitz: Public Employee Unionism in Israel
(Ann Arbor, Michigan, Institute of Labor and Industrial
Jtelations), 1971, pág. 12.

2 Leynúm. 36 de 1971, artículo 19 (¿^L. 1971 - Zam. 2)-.

3 Artículo.4, 2i c).
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equivalente a la cotización sindical de todos cuantos están com-
prendidos en la unidad de negociación. En Israel se aplica el
régimen de "agency shop", que exige de los no sindicados una '
contribución basada en la de-los miembros sindicales, y que a
veces es igual a ésta-"-. En el Reino Unido, los sindicatos ha-
cen presión para que_ se extienda la fórmula de 'jclosed shop" /
o exclusividad sindical, poco practicada entre los funcionarios
públicos, aun cuando no está prohibida.

. En los Estados Unidos, donde la legislación de la mayor
parte de los Estados garantizan el derecho de los funcionarios
públicos a afiliarse libremente a un sindicato, son generalmen-
te imposibles, y a veces expresamente prohibidas, las fórmulas
de seguridad sindical, ya se trate de "closed shop", "agency
shop'! o conservación de la afiliación. No obstante, parece es-
bozarse cierta evolución, y son cada vez más frecuentes las ex-
cepciones a esta regla; por ejemplo, además de las legislacio-
nes de Hawai y Rhode Island, que estipulan la obligación de in-
cluir una cláusula de "agency shop" en todo acuerdo de recono-
cimiento exclusivo, en los Estados de Wisconsin, New Hampshire
y Massachussetts se permite la negociación de tal cláusula.
El Estado de Washington ha sido el primero en.autorizar recien-
temente la cláusula de "unión shop" en el caso de los funciona^
rios públicos; una ley en vigor-desde l.o de junio de 1973 es-
tipula para tal fin un voto mayoritario afirmativo de todo el
personal comprendido en la unidad de negociación. Por último,
en Pensilvania se permite la celebración de acuerdos por los que'
se mantiene lá afiliación. Además, pese a las. restricciones
impuestas en otros Estados, se ha negociado un número bastante
grande de. contratos colectivos que contienen una cláusula de
seguridad sindical'.

Facilidades y privilegios.

Además de las diferentes formas de seguridad sindical que
se acaban de exponer, en algunos países se prevén otras faci-
lidades y privilegios que tienen su importancia para fomen+a-r

Véase Monthly Labor Review. julio de 1973, pág. 62.

En el plano nacional, por el contrario, y en el caso de
un importante servicio público, se advierte la oposición mani-
festada a la introducción de cláusulas de seguridad sindical
negociadas para los empleados del servicio de correos, cuando
presentó una proposición de ley para ese fin a principios de
1973.

Véase Monthly Labor Review. diciembre de 1970, pág. 31.

Se calcula, por ejemplo, que con fecha 1.° de enero de
1968, la mitad de los acuerdos negociados por la APSCME conte-
nían ¿tal es disposiciones, así como una tercera parte de loa
celebrados por los Estados y a nivel local.
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las actividades y expansión de las organizaciones sindicales.
Según lo señalaron varios oradores en la primera reunión de la
Comisión Paritaria del Servicio Público, para que las organiza-
ciones del personal de este sector puedan funcionar adecuadamen-
te es indispensable que sus representantes gocen de ciertos de-
rechos y facilidades, tales como el derecho de ser oídos por las
autoridades competentes en cuestiones que-interesen a los fun-
cionarios públicos, tiempo libre para participar en los actos
de sus propias organizaciones, libre acceso a los lugares.de
trabajo en las administraciones públicas para defender los in-
tereses' de sus miembros y el derecho a defender los intereses'
de sus miembros ante tribunales u otros órganos competentes-*-.

En el Reino Unido, el reconocimiento confiere el derecho
a la asociación o al sindicato a efectuar reuniones en locales
oficiales, y encierra" también ciertos privilegios para los diri-
gentes tales como el libre acceso a los locales oficiales, per-
misos especiales para cumplir con los deberes inherentes a su
cargo y para recaudar las cotizaciones de afiliación. En
Argentina y en Pakistán se estipula que se otorgarán permisos
especiales para que los representantes sindicales puedan asis-
tir a determinadas reuniones; en Bélgica, se proveen medios de
transporte y se sufragan los gastos de viaje en tales casos.
En Italia y Japón, la legislación prevé la concesión de licen-
cias prolongadas a. los dirigentes sindicales; en Japón este
•'retiro temporal" no podrá exceder de tres años, y este perío-
do no cuenta, para el cálculo de la duración del servicio de
los trabajadores; dichas licencias podrán ser canceladas si
el representante sindical comete actos ilegales y podrán dene-
.garse si las mismas son incompatibles con las necesidades del
servicio. En Francia-, los representantes sindicales tienen de- -
recho a obtener una autorización para ausentarse a fin de asis-
tir a reuniones sindicales; estos períodos de ausencia no se •
tienen en cuenta al calcular las vacaciones anuales.

OIT: Comisión Paritaria del Servicio Público, primera
reunión, 1971: * Boletín Oficial, 1971,- núm.-4f Informe, párra-
fo 61, pág. 412.
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• ' . ••.'• C A P I T U L O . I I I • •• • ••.;-• • • •

:•• PROTECCIÓN CONTRA LOS ACTOS DE DISCRIMINACIÓN. ANTISINDICAL

El problema de la discriminación antisindical en el sector •'•
publico se plantea de manera crucial- en la medida en que.,el Estado
empleador o, lo•que es más frecuente, algunos jefes de la adminis-
tración publica consideran que la pertenencia a un sindicato o el- •
ejercicio de actividades sindicales son contrarios^al principio de
lealtad hacia el gobierno y de dedicación al interés público. En
parte ésta es la razón por la que, según se ha visto en el capí- •.
tulo precedente, en varios países los funcionarios públicos no •
gozan del derecho de ¡sindicación o a veces se les aplican sancio-
nes u otras medidas discriminatorias a causa de su afiliación.o •
de sus actividades sindicales. Sin embargo, no debería aducirse
esta pretendida incompatibilidad entre la prestación de servicios-
al Estado y el ejercicio de los. derechos sindicales cuando las
actividades sindicales son legítimas y se ejercen de•conformidad
con las disposiciones establecidas en la-materia. No sólo^se ha
reconocido el derecho de sindicación de los funcionarios públicos
en el .Convenio .sobre la libertad sindical y la protección del de- .
recho de sindicación, .194-8 (núm. 87), sino que .'además el -mismo se
aplica en la mayor parte, de los países».. • •

. El mencionado.derecho no puede1 ejercerse de manera efectiva ¡ •
si no se-garantiza la protección;de los funcionarios contra las.
medidas-de discriminación antisindical, cualquiera que sea la índo-
le . de éstas. . . . . . . . ... ••

En el Convenio sobre el derecho de sindicación y de negocia^,
ción colectiva, 1949 (núm. 98), se enuncian las principales normas
internacionales en materia de discriminación antisindical. El ar-
tículo 1 de este Convenio, tras establecer en términos generales
que los trabajadores deberán gozar de una protección adecuada con-
tra los actos de discriminación antisindical en relación con .su'
empleo, dispone que dicha protección deberá ejercerse especialmen-
te contra todo acto que tenga por objeto: a) sujetar el empleo de
un trabajador a la condición de que.no se afilie a un sindicato o
a la de dejar de ser miembro de un sindicato; b) despedir a un
trabajador o perjudicarlo en cualquier otra forma a causa de su
afiliación sindical o de su participación en actividades sindica-
les fuera de las horas de trabajo o, con el consentimiento del em-
pleador, durante las horas de trabajo.

Si bien el artículo 6 del Convenio núm. 98 estipula, que el
Convenio no trata de la situación de los funcionarios públicos en
la administrado del Estado, conviene recordar no obstante que la
Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones
estimó que "la exclusión del campo de aplicación del Convenio de
los funcionarios públicos no investidos de autoridad pública...
era- contraria al sentido del Convenio"1.

Véase sup'ra, £ág. 5.
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• :. Por otra parte, en lo que respecta a los; funcionarios públi-
cos en general-y; a sus. organizaciones, la citada Comisión ha seña-
lado que unos y otras 'están protegidos contra'los actos de discri-
minación antisindical y los actos de injerencia en los sindicatos
en virtud del artículo 11 del Convenio-núm. 87, que dispone que
todo Miembro'.que ratifique este, instrumento se obliga a adoptar
todas Xas medidas.necesarias y apropiadas para,garantizar a los
trabajadores y a los empleadores el libre ejercicio del derecho
de sindicación. Además,- todo acto de injerencia por parte del
Estado en-las. organizaciones de funcionarios infringiría las dis-
posiciones del artículo 3, párrafo 2, del Convenio núm. 87,. que
es aplicable a los funcionarios públicos y que dispone que las
autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que
tienda a limitar los derechos de las organizaciones o a entorpecer,
s u e j e r c i c i o l e g a l - ' - . •• . . . • - • . . . . .

El principio general, que prohibe la discriminación en los em-
pleos públicos es a menudo consecuencia de disposiciones constitu-
cionales-generales que proclaman la igualdad de los ciudadanos,
condenan las discriminaciones y obligan también a las autoridades
públicas en tanto que empleadores. Este principio se expresa tam-
bién en diversas disposiciones constitucionales relativas a los
empleos públicos y en las leyes sobre la función pública. Así
sucede, por ejemplo, en la Re-pública Federal de Alemania, :
Argentina,, Australia, Colombia, Costa de Marfil, Chad, Estados
Unidos, "India, Japón, Marruecos, Países Ba.iQs7~Suecía, Togo,
Turquía y Zaire. . . . . ;.-.•. •

Se ha de añadir que un buen número de legislaciones, además •
de establecer la prohibición general de prácticas discriminatorias
dentro del servicio público, mencionan expresamente la pertenencia
a un sindicato y las actividades sindicales entre los motivos qué
no podrán dar pié a discriminación alguna entre los funcionarios.

Puede protegerse a los empleados públicos contra los actos de
discriminación antisindical en virtud de textos legales especial-
mente destinados a ellos, de estatutos de funcionarios que reen-
vían a la legislación general o, por último, de. prescripciones
aplicables directamente al corijunto de los trabajadores, pertenez-
can al sector público o al privado.

Entre los países que han adoptado disposiciones especiales
para los funcionarios públicos en materia de discriminación

Véase Libertad sindical y negociación colectiva,
párrafo 139.



Documentación 140

antisindical pueden citarse los siguientes: República Federal de
Alemania^-¿ Carnerún2, Estados Unidos3, Francia^, Jap6nt>, ~~"
Marruecos", México7 y Venezuela0., r •

, El grado de protección de que-gozan los funcionarios públicos
en virtud de esas disposiciones específicas varía mucho de un país
a otro. En algunos casos las mismas se refieren a la situación
del funcionario tanto en el momento de ser contratado como en el
empleo. Por ejemplo, en los Estado3 Unidos^, se prohibe a la di-
rección de, cualquier administración intervenir o ejercer medidas
restrictivas o coercitivas en el ejercicio de los derechos sindi-
cales garantizados a los funcionarios, así como incitar a éstos a
que se afilien a una asociación profesional determinada o disua-
dirlos de que lo hagan recurriendo a prácticas discriminatorias en
cuanto a su contratación, período de ocupación, ascenso y otras
condiciones de empleo. .De igual modo, se prohibe a las asociacio-
nes profesionales tratar de inducir a la dirección de una adminis-
tración a recurrir a la coerción contra un funcionario que ejerce
derechos sindicales que le son reconocidos..

Ley de 17 de julio de 1971 por la que se promulga el esta-
tuto de la función pública.

p
Decreto 66-DF-53 po.r el que se promulga el estatuto de la

función pública.

Decreto presidencial núm. 11491, de 29 de septiembre de
1969, modificado por el decreto presidencial núm. 11616, de 26 de
agosto de 1971. '

Ley de 28 de abril de 1952. relativa a los funcionarios co-
munales.. •'.-.• - . ' ' • ' '

Ley de 1947 sobre, las administraciones nacionales, enmendada,
y ley de 1950 sobre las 'administraciones locales, enmendada.

g
. Decreto de 5 de febrero de 1958.

7
' Ley federal de 27 de diciembre de 1963 para los trabajado-

res al servicio del Estado.

Decreto núm. 585, de 28 de abril de 1971, por el que se
dicta el reglamento sobre los sindicatos de funcionarios públicos.

n
Artículo 19 del decreto presidencial núm. 11491, de 29 de'

septiembre de 1969, enmendado por.el decreto presidencial
núm. 11616, de 26 de agosto de 1971.
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Asimismo, en Francia (funcionarios comunales) y en
Marruecos*?, la legislación precisa que el hecho dé pertenecer o de
no pertenecer a un sindicato no debe acarrear consecuencia alguna
en lo referente a la contratación, el ascenso, el destino y, de
manera general, la situación de los funcionarios públicos. No
obstante, el Consejo de Estado francés? considera que la autoridad
jerárquica debe conservar ciertas prerrogativas, entre otras, la
de negarse a nombrar a un funcionario para un puesto en el que su
actividad sindical pueda perjudicar la buena marcha del servicio.

Algunos de esos textos legislativos específicos son más li-
mitados, pues no contienen disposiciones que se refieran expresa-
mente a la contratación de funcionarios. .Así, en la República
Federal de Alemania^, el estatuto de la-función pública dispone
que ningún funcionario estará sujeto a medidas disciplinarias ni
sufrirá perjuicio alguno a causa de las actividades que ejerza
para su sindicato o asociación profesional.

En el Japón'1, la ley sobre los servicios públicos nacionales
dispone que ningún empleado será objeto de trato desfavorable por
el necho de pertenecer a una organización del personal, de tratar
de constituir tal organización o de afiliarse a la misma, o bien.
por haber ejercido actividades-legales en una organización de per-
sonal.' Todo funcionario que estime haber sido victima de trato
desfavorable puede someter su caso a la autoridad nacional compe-
tente en materia de personal, la cual procederá a una investiga-
ción y fallará en última instancia aprobando, modificando o anu-
lando las medidas tomadas contra el interesado^. Se aplican dis-
posiciones análogas a los funcionarios de los servicios públicos
locales'.

1 Artículo 2 de la ley de 28 de abril de 1952.

Artículo iáel decreto de 5 de febrero de 1958.

' Sentencia en el caso Lefiére, de 23 de diciembre de. 1964.

"* Artículo 91 de la ley de 17 de julio de 1971 por la que se
promulga el estatuto de la función pública.

^ Artículo 108.7 de la ley.de.1947 sobre los servicios públi-
cos nacionales, enmendada. . .

Artículos 90 a 92 de la ley de 1947 sobre los servicios
yfl&licos nacionales, enmendada.

' Artículos 56 y 49.2 a 51 de la ley de 1950 sobre los ser-
Ticios públicos locales, enmendada. , :
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A veces, las disposiciones relativas a la protección de los
funcionarios contra la discriminación antisindical están redacta-
das en términos más generales. Así, por ejemplo, en Venezuela1,
la legislación se limita a indicar que ningún funcionario público
podrá ser obligado ni constreñido a formar parte o no de un sin-
dicato.

Las garantías pueden ser también consecuencia- de la prohibi- •
ción de mencionar en el expediente de los interesados toda infor-
mación que indique su pertenencia o no pertenencia a una organi-
zación sindical. Por ejemplo, existen disposiciones de esta ín-
dole en los estatutos de la función pública de Camerún2 y Congo3.

En cambio, en México , en igualdad de condiciones, conoci-
mientos, aptitudes y antigüedad, las autoridades jerárquicas deben
dar la preferencia a los trabajadores sindicados.

Entre los países donde los sindicatos de los funcionarios se
rigen por prescripciones que reenvían a la legislación general,
conviene.señalar un número apreciable de países africanos de
habla francesa, en particular Congo5, Costa de Marfil6, Jahomey^ y
Mauritania". Por consiguiente, los funcionarios de dichos países
están protegidos por las mismas.disposiciones sobre la discrimina-
ción antisindical que los trabajadores del sector privado, y les

Artículo 2 del decreto núm. 585, de 28 de abril de 1971,
por el que se dicta el reglamento sobre los sindicatos de funcio-
narios públicos.. ' .

O

Artículo 37 del decreto núm. 66-DF-53, de 3 de febrero de
1967.

5 Artículo 14 de la ley núm. 15-62, de 3 de febrero de 1962.

Artículo 43 de la ley. federal de 27 de diciembre de 1963
para los trabajadores al servicio del Estado.

^ Artículo 12 de la ley núm. 15-62 por la que se promulga el
estatuto general de los funcionarios. ;

Artículo 13 de la ley núm. 64-488, dé-21 de diciembre de
1964, por la que se promulga el estatuto general de la función
pública.

7 Artículo 18-de la ley núm. 59-21, de 31 de agosto de 1959,
por la que se promulga el estatuto general de la función pública.

8 Artículo 16 de ia ley núm. 67-169, de 18 de julio de 1967,
por la que se promulga el estatuto general de. la función pública,
enmendada por la ley núm. 71-206, de 5 de agosto de 1971.
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son aplicables los artículos pertinentes del Código de Trabajo .
En Francia, aunque, según se ha visto precedentemente>•existen ;
disposiciones específicas para los funcionarios comunales, también'1

rige un sistema,análogo al de los países que se acaban de mencionar
para las organizaciones sindicales del sector público, pues el :

estatuto general'dé:la función pública2 establece qué los sindica-
tos profesionales de. funcionarios se atendrán a lo dispuesto en el
libro III (actualmente libro IV) del Código de Trabajó, el cual
prevé,- entre otras medidas, las relativas a la discriminación anti-
sindical. ...

En Australia el personal de los servicios públicos se consi-
dera igual que el personal empleado en la industria a efectos de
la ley sobre conciliación y arbitraje, en virtud.de la cual'* nin-
gún empleador podrá despedir a un trabajador,, perjudicarle en
materia de empleo ni modificar desfavorablemente su situación por
el hecho de que dicho trabajador sea o haya sido, o se proponga
o se haya propuesto en una fecha cualquiera convertirse en. diri-
gente, delegado, o miembro de una organización o de una asociación
que haya solicitado su registro en calidad de tal. La ley precisa
además que el empleador tampoco podrá amenazar al interesado con
ninguna de esas medidas. .

En Egipto •, un decreto precisa que las disposiciones del tí-
tulo IV del Código de Trabajo,- relativo a los sindicatos de tra-
bajadores, son igualmente aplicables a los trabajadores del Estado
y organismos públicos. Por otra parte, dicho Código estipula" que
será sancionado con multa el empleador que despida un trabajador
o le inflija una sanción cualquiera para obligarle a afiliarse o
no a un sindicato o a retirarse del mismo o por haber ejercido una
función sindical o ejecutado una decisión legítima del sindicato.
Además, esta disposición precisa que se considerará como sindicato
el comité provisional encargado de llevar a cabo.las formalidades
preliminares para la constitución de un sindicato.

Pongo: artículo 207 del Código de Trabajo; Costa de
Marfil: artículo 4 del Código de Trabajo; Dahomey; articulo 7
del Código de Trabajo, y Mauritania; artículo 26 del Código de
•Trabajo.. . - . .

o
Artículo 14 de la ordenanza de 4 de, febrero de 1959. por la

que se promulga el estatuto general de la función pública. .

Artículo 4 de la ley sobre el arbitraje en. los servicios
públicos.

Artículo 5, 1), de la ley sobre.conciliación y arbitraje.

5 Decreto núm.. 1900 de 1962.

6 Artículo 231.
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El medio más frecuente de proteger a los funcionarios contra
los actos de discriminación antisindical consiste en aplicarles'
directamente las disposiciones aplicables a todos los trabajado-
res, como sucede, por ejemplo* en Argentina1, Austria2, Bielorrusia.3,
Italia^, Luxemburgo^ Malasia". Malawi', Reino Unido", República
Árabe Siria9, Sufran10,TTuecia11, URSS12 y Uruguay*??

• En algunos de estos países, los actos de discriminación anti-
sindical se consideran como delitos que pueden dar lugar a una
acción en justicia y-a la aplicación de sanciones; asimismo, muy
a menudo las disposiciones prevén la nulidad de tales actos. A

Artículo 60 de la ley de 11 de diciembre de 1973 sobre las
asociaciones profesionales de trabajadores.

2 ley de 5 de abril de 1930.

Código de Trabajo y Código Penal.

Ley núm. 300, de 20 de mayo de 1970.

ley de 11 de mayo de 1936 por la que se garantiza el dere-
cho de asociación.

Reglamento fundamental de 1969 sobre las relaciones profe-
sionales.

n

Artículo 63 de la ordenanza sobre sindicatos, capítulo 87.

ley de 1974 sobre sindicato.s y relaciones profesionales.

° Decreto-ley núm. 84, de 1968.

Artículos 22 y 23 de la ley de 1971 sobre sindicatoa.
Ley de 11 de septiembre de 1936 sobre el derecho de aso-

ciación, texto modificado.

Código de Trabajo y Código Penal.

1 3 Decreto núm. 622/973, de 10 de agosto de 1973.
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título de "ejemplo puede citarse Luxemburgo ,. país donde una ley-
aplicable a todos los trabajadores estipula que se castigará con un
pena de. prisión y una multa o con una de estas dos penas a todo
aquel que, para obligar a una persona a formar o a no formar parte
de una asociación recurra a la violencia, profiera amenazas contra
él o le dé a entender que perderá su empleo o que él, su familia, o
sus bienes estarán en peligro. Incurrirá en las mismas penas todo
el que,, con el fin de oponerse al ejercicio del derecho de asocia^
ción, subordine deliberadamente a la afiliación o a la no afilia-
ción, a una asociación de una o varias personas la conclusión, la
ejecución o, incluso respetando las normas existentes en materia
de preaviso, la continuación de un contrato de trabajo o de arren-
damiento de servicios.

• En Italia , una disposición aplicable, entre otros al. personal
de los organismos públicos-dedicados principalmente a una activi-
dad económica y al de otros organismos públicos no cubiertos por
disposiciones específicas, prohibe al .empleador proceder a investiga
ciones sobre las opiniones de un trabajador, .incluidas sus opinio-
nes sindicales, con miras a su contratación y en tanto dure la rela
ción de trabajo. Además,-será nulo y sin valor todo acuerdo o acto
tendiente a. despedir a un trabajador, a perjudicarle en la atribu-
ción de calificaciones o de funciones en relación con un traslado,
a imponerle medidas disciplinarias o a causarle otros perjuicios a
causa de su afiliación a un sindicato, de sus actividades sindica-
les o de su participación en una huelga*. Se-prohibe igualmente
dar en el plano económico un trato de. favor que entrañe tal carác-
ter .-discriminatorio^.

En el Reino Unido , ningún asalariado podrá ser despedido por
el empleador sin motivo justificado. Además, a efectos .de la ley,
se considerará injustificado todo despido fundado, exclusiva o
principalmente, en el hecho de que el trabajador pertenece o se
propone afiliarse a un.sindicato, o de que ha participado o se pro-
pone participar en las actividades de un sindicato".

En el Sudán' está prohibido, so pena de prisión o de multa o
de ambas a la vez, incitar o.-instigar a un trabajador.por medio de
una ayuda financiera o de cualquier otra manera a afiliarse o a no
afiliarse a un sindicato.

Artículos 3 y 4 de la ley de 11 de mayo de

2 Artículo 8 de la ley núm. 300, de 20 de mayo de 1970.

' Artículo 15 de la ley núm. 300, de 20 de mayo de 1970.

* Artículo 16 de la ley núm. 300, de 20 de mayo de 1970.

^ Artículo 4, 1)-, del apéndioe 1 de la ley 8» 1974 sobre sin-
dicatos y relaciones profesionales.

Artículo 6, 4), del apéndice 1.

7 Artículos 23 y 33 de la ley de 1971 sobte los sindioatea,, de
•trabajadores.
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En'Suecia , en caso' de violación del derecho de asociación por
denuncia del contrato de trabajo o por otro acto jurídico análogo o
aplicando una disposición de un convenio colectivo, o de otra índole,
se considerarán nulos y sin valor tal acto jurídico o disposición..

2 ....
En la República Árabe Siria un texto legislativo aplicable,

entre otros, a los trabajadores de las administraciones y municipa-
lidades prevé que se castigará con una multa a todo empleador que
despida a un trabajador o le inflija un daño cualquiera para .obli-
garle a afiliarse o a no afiliarse a un.sindicato o'a retirarse
del mismo, o bien por haber cumplido una actividad sindical ó eje- '
cutado decisiones legítimas del sindicato. Además, será nulo de
pleno derecho todo texto que limite o restrinja el derecho al em- •
pjLeo y al trabajo de quienquiera que se haya afiliado a una organi-
zación sindical'. .

Uno de los problemas que-plantea lá protección contra los ac-
tos de discriminación antisindical radica en la dificultad con qué
pueden tropezar los trabajadores para proporcionar pruebas sobre
los motivos del empleador. En consecuencia,, en caso dé que haya de :

observarse estrictamente en relación con las quejas por.actos de
discriminación ahtisindical lá regla general, aplicable en gran nú-
mero de países, que impone al demandante la.carga de lá prueba, es
probable qué se reduzca considerablemente la eficacia de lá protec-
ción ofrecida al trabajador en .la materia.

Algunos países han resuelto esté problema invirtiendo la carga
de la prueba, es decir, imponiendo al empleador- lá obligación de -
demostrar que existen razone.s valederas para proceder como lo ha
hecho. En Australiâ -,- por ejemplo, incumbe al empleador demostrar
qué ¡él despido de un.trabajador no guarda relación alguna con cues-
tiones sindicales. En él Reinó Unido?, corresponde al empleador,1

con miras a determinar si el despido de un asalariado obedece o rio
a un motivo justificado, indicar la razón del despido y demostrar
que se trata de un motivo enumerado en una lista que figura en la
ley o de otro motivo,importante de índole tal que justifique el des-
pido de un trabajador que ocupe.él puesto del interesado. En'
Rumania, el Código del Trabajo" dispone que, en cualquier conflicto

Artículo 3 de la ley de. 11 de septiembre de 1936 en su texto
enmendado..... . . . • ... . . . • . \

Artícul.o 6,8 del. decreto-ley-núm.. .84, de 1968. . •

/• Artículo 76 del\decre;tb-ley núm. 84, de 1968. •

.., Artículo.5 de'la. ley sobre, conciliación y; arbitraje.

.•Artículo 6, 1 ) , del apéndice 1 de la ley de 1974 sobre sin-
dicatos y relaciones profesionales.-.- - , ... .; . •.. - .

, 6 Artículo 178... .. .......... ... , . . , . - . . '
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de trabajo, .incumbe, a la dirección dé las unidades de trabajo su-
ministrar la prueba de.lo bien fundado y-de-la.legalidad de la .
disposición o de la medida tomada.

En su mayor parte, los textos-legislativos específicamente
aplicables a los funcionarios públicos no contienen disposicio-
nes especiales tendientes a proteger a los representantes y di- .
rigentes sindicales. No obstante, en Francia-1-, los representan-
tes sindicales de los funcionarios públicos no podrán ser objeto
de discriminación alguna a causa de su actividad sindical.

En cambio, en varios países, es la legislación aplicable a
todos los trabajadores, incluidos los del servicio público, la
que garantiza esta protección. Así, en la URSS2, ios trabaja-
dores elegidOB miembros de los comités' sindicales no podrán ser
transferidos a otio trabajo ni ser objeto de sanciones discipli-
narias sin la aprobación previa del comité sindical o, tratándo-
se del presidente de un comité, sin la aprobación previa del or-
ganismo sindical superior. En Bulgaria*, Hungría^ y Rumania^ ,
existen disposiciones análogas. ; • -*—— •

En Argentina, la Constitución garantiza a los representan-
tes de los sindicatos la estabilidad de su empleo. La Iey7 pre-
cisa que los trabajadores que ocupen cargos electivos o represen-
tativos en..sindicatos que gocen de personería gremial o en aso-
ciaciones de primer grado incluso, sin personería gremial, pero
que estén afiliadas a federaciones que la posean, disfrutarán de
estabilidad en el empleo mientras dure su mandato y durante un
año después.

En el- Sudán^, ningún empleador podrá imponer sanciones al
miembro de un comité central o ejecutivo de una organización sin-
dical so pretexto de que éste consagra su tiempo a actividades

Instrucción ministerial de 14 de septiembre de 1970.

2 Artículo 235 del Código del Trabajo de la' RSFSR.

5 Artículo 38 del Código del Trabajo

4 Artículo 16 del Código del Trabajo.

5 Artículo 132, 1), del Código del Trabajo.

6 Artículo 14.

•7

Artículo 49 de la ley de 29 de noviembre de 1973 sobre
las asociaciones profesionales de trabajadores.

8 Artículo 22 de la ley de 1971 sobre los sindicatos de
trabajadores... .. ' • • • ' • • ' • '
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sindicales. Tampoco podrá transferirle a otro puesto sin auto-
rización del Ministro de la Función Pública y de la Reforma Ad-
ministrativa o del comité.central del sindicato.

También en la India existen disposiciones tendientes a
proteger a los dirigentes sindicales contra los actos de dis-'
criminación antisindical; así,, en este país, el empleador no
podrá tomar medida alguna en contra de un dirigente sindical
que sea parte en un conflicto laboral que haya dado lugar a
una acción judicial, salvo con la autorización expresa de la
autoridad que conozca de la misma.

la reglamentación existente en algunos países acerca de la
•seguridad nacional y la obligación de fidelidad por parte de los
funcionarios con respecto -a los poderes públicos puede plantear
problemas en relación con la discriminación antisindical. En un
caso sometido al Comité de Libertad Sindical2, los demandantes
alegaban que un funcionario público podía ser despedido por el
solo hecho de estar afiliado a determinada central sindical.
En efecto, según el estatuto de los funcionarios, la pertenencia
a tal central sindical constituía una presunción legal de ten-
dencias desleales por parte del funcionario con respecto al Es-
tado. Sin embargo, el despido debía fundarse en la disposición
•desleal del funcionario y sólo podía pronunciarse con la autori-
zación del Primer Ministro, tras la recomendación de una comisión
investigadora instituida'para ese fin. El Comité de libertad
Sindical, si bien estimó que sólo puede conocer de las condicio-
nes de lealtad a las que un gobierno considera que ha de supedi-
tar la contratación de un funcionario o su mantenimiento al ser-
vicio del Estado en la medida en que tales condiciones puedan
restringir el libre ejercicio de los derechos sindicales, sub-
rayó la -conveniencia de que en los procedimientos destinados a
proteger la seguridad .pública se prevean las•salvaguardias ne-
cesarias para evitar todo menoscabo de los derechos sindicales.
Por otra parte, en opinión del Comité, .los alegatos de esa ín-
dole plantean problemas de hecho que deben examinarse teniendo
•en cuenta las circunstancias de cada caso en particular. En la
queja de referencia, el Comité, tomando nota dé las seguridades
dadas por el Gobierno e interpretándolas en el sentido de que
no permitían el despido de un funcionario por motivo de su afi-
liación a una organización sindical de su libre elección, a me-
nos que existan pruebas de deslealtad en contra suya, estimó que
el demandante no había demostrado que se hubiera menoscabado el
•ejercicio de los derechos sindicales.

Artículo 33, 3)» de la ley de 1947 sobre los conflictos
•de trabajo, enmendada.

2 •

Decimotercer informe, caso núm. 62 (Países Bajos), pá-.
:rrafos 35-69.



149 Documentación

La eficacia de las disposiciones.legislativas que rigen'la
protección de los trabajadores y d.e los representantes sindica-
les depende en gran medida de la forma en que las mismas se
aplican en la práctica, la Comisión de Expertos en Aplicación
de Convenios y Recomendaciones y el Comité de Libertad Sindical
han insistido en la importancia de instituir procedimientos ace-
lerados, poco- onerosos y enteramente imparciales, para reparar
los daños causados por actos de discriminación antisindical.

En algunos países existen procedimientos específicos para
solucionar conflictos laborales relacionados con actos de dis-
criminación antisindical. En los Estados Unidos1, por ejemplo,
todo conflicto relacionado con alegatos sobre tales actos que
no pueda ser solucionado por las partes según el procedimiento
establecido por la ley será sometido al Secretario Adjunto del
Trabajo encargado de las relaciones profesionales. El Consejo
Federal de Relaciones de Trabajo examina los recursos de apela-
ción interpuestos contra, las decisiones del Secretario Adjunto^.

Sin embargo, en los casos de discriminación antisindical,
en casi todos los países se aplica el procedimiento general re-
lativo a la interpretación y aplicación de las disposiciones
legales, así como a la protección de los funcionarios' contra
las sanciones administrativas y penales. Dichos procedimientos
se examinan sobre todo en el informe sobre los procedimientos
para la determinación de las condiciones de empleo en el servi-
cio público^. ' .

Conviene señalar a este respecto que la mera existencia de
normas legislativas de fondo que prohiban los actos de discri-
minación antisindical es insuficiente si no se prevén al mismo
tiempo procedimientos eficaces que .garanticen la aplicación de
tales normas en la práctica. Por ejemplo, como- las más de las
veces resulta difícil, si no imposible, para el trabajador pre-
sentar la prueba de que ha sido víctima de .una medida de discri-
minación antisindical, debe haber organismos.apropiados a las
condiciones nacionales que aseguren el respeto del derecho de
organización.

1
Artículo 1.9, d), del decreto presidencial núm. 11491».

de 29 de septiembre de 1969, enmendado por el decreto presi-
dencial riúm. 11616, de 26 de agosto de 1971.

2 ' • : • :

Artículo 4, c), del decreto presidencial núm. 11491, de
29 de septiembre de 1969," enmendado por el decreto presidencial
núm. 11616, de 26 de agosto! de 1971. '. . ,.

3 . . , . - . • . . .
Conferencia Técnica-sobre la Función Pública, '

informe II, Procedimientos para la determinación de las condi-
ciones de empleo en el servicio público. OIT-. Ginebra. 1975.
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".• •••':• ••' " •:'•• ' C O N C L U S I O N E S . . . .

Del presente estudio se de.sprende claramente que la gran
mayoría de los países .reconocen el derecho de los funcionarios
públicos a.formar organizaciones y a afiliarse a ellas. Sin
embargo, hay que subrayar especialmente que. algunos Estados
niegan todavía la libertad sindical a todos los funcionarios
y que también es relativamente, frecuente que ciertas categorías
de funcionarios no gocen del derecho de,sindicación. A este
propósito debe mencionarse que el Convenio sobre la libertad
sindical y la-protección del derecho de sindicación, 1948
(niSm. 87), prevé en su.artículo 2 que.todos los trabajadores
y los empleadores "sin ninguna distinción" tienen el derecho
de constituir organizaciones y de afiliarse a las mismas. La
única excepción a este principio general es la prevista en el
artículo 9» que permite al Estado determinar hasta qué punto
se aplicarán a las fuerzas armadas y a la' policía las'garantías
previstas en el Convenio. . •

A veces, el ejercicio de la libertad sindical está sujeto
a ciertas restricciones. Así sucede, por ejemplo, en lo relati-
vo al derecho de los funcionarios a asociarse con los trabajado-
res del sector privado, lo cual .impide, la constitución de orga-
nizaciones, y en particular de confederaciones abiertas a todos
los trabajadores, lo mismo ocurre en algunos países donde los
funcionarios sólo pueden organizarse dentro de los límites de
un ministerio o de un departamento oficial, o incluso de un gru-
po o de una categoría determinados.. Aveces en estos casos.se
permite que haya una sola organización para el personal intere-
sado. En múltiples ocasiones, los órganos de control de la OIT
han subrayado la incompatibilidad de tales restricciones con
las disposiciones del Convenio núm. 87. • . • •

Por otra parte, el derecho de constituir asociaciones o .
sindicatos .será de valor limitado si"no se garantiza al mismo
tiempo una protección eficaz de los funcionarios contra los ac-
tos de discriminación antisindical. A este respecto cabe seña-
lar que muchos países se han esforzado por asegurar, merced a
disposiciones legislativas reglamentarias, la protección de los
funcionarios contra, tales actos. Sin embargo, es también im-
portante que la aplicación de estas disposiciones se haga por
medio de procedimientos y órganos adecuado?

Algunos de.los problemas evocados en este informe fueron
ya exámi'nádos en la primera reunión, de la Comisión. Paritaria
del Servicio Público. En. dicha ocasión, varios miembros de la
Comisión subrayaron, en relación con él derecho de sindicación,
que lt>s funcionarios públicos deberían estar autorizados a afi-
liarse a..organizaciones de trabajadores de cualquier clase,
incluidas las'., que están constituidas, por trabajadores del sec- <
. tor privado o a-las que puedan afiliarse', y que las organiza-
ciones de funcionarios públicos deberían estar autorizadas a
establecer y a afiliarse a federaciones y confederaciones de
su propia elección, incluso las-que abarcan también a trabaja-
dores del sector privado.. Se señaló también que las organiza- ..
ciones de funcipnarios. públicos deberían tener derecho a
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afiliarse a organizaciones internacionales dé trabajadoras de
su propia elección; •'•sitii' ninguna-., injerencia por'parte del go-
bierno de sus países respectivos^-,

En lo referente a la exclusión del camp'ó de aplicación del •
Convenio núm. 98 de los funcionarios públicos, rlpS'miembros tra-
bajadores y algunos miembros gubernamentales subrayaron que, en
vista de la. evolución, qcurrada en los últimos decenios, había (•
llegado el momento de reconocer a dichos funcionarios, cuales-
quiera, que sean,., los derechos y garantías enunciados en el Con- ; •
yeniO: en igual medida en. que, éste, reconoce tales derechos a.los
demás trabajadores a quienes es'aplicable. En apoyp.de esta
opinión, 'se sostuvo que los funcionarios públicos deberían, gozar
de igual protección que los trabajadores del sector privado con-
tra todo acto de discriminación que pueda interferir con el li-
bre, ejercicio de susderechos sindicales^. . ., : •:

Por su parte, en su estudio general sobre la libertad sin-
dical y la negociación colectiva,, la. Comisión de,Expertos en ¡'
Aplicación de Convenios y Recomendaciones, basándose en las in-
formaciones de que disponía, formuló la conclusión de qué los
funcionarios, .públicos.constituían todavía una categoría de tra- '
bajadores para la que el derecho, dé .organización planteaba, di-
ficultades especiales. Durante el debate que tuvo lugar en
torno a dicho estudio general en el seno de la Comisión de Apli-
cación de Convenios y Recomendaciones de la.58.a reunión de la
Conferencia Internacional del Trabajo (1973), tanto los miembros
empleadores como los trabajadores hicieron especial hincapié en
la existencia dé:problemas relacionados con la libertad sindical
en el servicio público, y los miembros trabajadores declararon
que sería útil llevar a cabo un examen especial en la materia.

Efectivamente, las cuestiones relativas a la libertad sin-
dical revisten un carácter particular en el ámbito del servicio
público. Incluso si las relaciones entre los funcionarios y la
autoridad de que dependen tienden a acercarse á las existentes -:

entre los empleadores y los trabajadores del sector privado, hay
que reconocer que, en muchos países todavía, se considera al fun-r.
cionario," en lo tocante a la libertad sindical, como un empleado"
de .un tip.o. especial,, diferente del empleado del sector privado e
incluso de quienes trabajan por cuenta dei Estado, en empresas de
carácter económico o de otra índole. Por consiguiente, es opor-
tuno recordar que la OIT, ya en 1947, puso de relieve que sería
injusto-establecer, desde el punto.de .vista de lar libertad sl̂ i- • '•
dical, una distinción entre los asalariados de la .industria pri-"
vada y los funcionarios de los servicios públicos, pues unos y
otros deben poder.organizarse para defender sus intereses. • f

OIT: Comisión Paritaria del Servicio Público, primera
reuaián, informe, op. cit.. párrafo 60.

2 Ibíd.. párrafo 59.
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PUNTOS PROPUESTOS PARA IA DISCUSIÓN

1. El derecho de sindicación en el
"servicio público;

a) Reconocimiento del derecho de sindicación a los funcionarios.

b) Derecho de los funcionarios a constituir organizaciones de .su
elección y a afiliarse a ellas; derecho de los funcionarios a
asociarse a los trabajadores del sector privado; derecho de.
los funcionarios pertenecientes a -unidades diferentes de la '
administración a asociarse entre sí.

c) Derecho de los funcionarios a constituir federaciones y confe-
deraciones y a afiliarse a ellas.

d) Derecho .de las organizaciones de funcionarios a afiliarse a
organizaciones internacionales de trabajadores.

e) Injerencia de las,autoridades públicas en el funcionamiento de
los sindicatos de funcionarios.

2. Organizaciones de funcionarios -públicos:

a) Grado de sindicación entre los funcionarios públicos, tipos de
organ i zac ione s.

b) Facilidades y privilegios concedidos a los funcionarios públi-
cos y a sus organizaciones.

3. Protección contra la discriminación antisindicalt

a) Protección contra los actos de discriminación antisindical en
el servicio público: legislación y práctica; protección del
funcionario en el momento de ser contratado; protección du-
rante el empleo; protección contra los despidos discriminato-
rios.

b) Protección especial para los. dirigentes y representantes sindi-
cales.

c) Procedimientos para la solución, de conflictos en el servicio
público relacionados con la discriminación antisindical (orga-
nismos encargados "del procedimiento, presentación de pruebas,
posibilidades de recurso y apelación y remedios y sanciones
contra las autoridades responsables).
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